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RESUMEN.  
 
El presente Trabajo Final de Grado con modalidad B (prácticum) ha tenido como objetivo 
dentro del Área de Urbanismo y Vivienda del Ayuntamiento de Corbera de Llobregat, realizar 
un seguimiento de los procedimientos administrativos sobre la Protección de la Legalidad 
Urbanística, con el fin de la sistematización, ordenación e identificación de la información 
documental contenida en aquellos expedientes resultantes de incoación, gestionando la 
identificación de los procedimientos administrativos, asegurando de esta manera la 
resolución futura en términos de validez y eficacia. 
 
En el desarrollo de este proyecto, se hará referencia a las normativas aplicadas a la 
Protección de la Legalidad Urbanística, que tienen por finalidad prevenir e impedir cualquier 
forma de transgresión de la legalidad jurídico-urbanística y, en caso de llegar a producirse 
esta, restaurar la realidad urbanística infringida mediante la reposición de la realidad física 
alterada o trasformada al estado anterior a la actuación ilegal y, en su caso, la anulación de 
los actos administrativos en los que pueda ampararse dicha actuación ilegal. 
 
Para dar mejor compresión a todo lo que es el procedimiento administrativo, y con toda la 
teoría, se ha llegado a los concretos expedientes implicados en las ilegalidades urbanísticas, 
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0. INTRODUCCIÓN. 
El Urbanismo es una función pública que abarca la ordenación, planificación y 
reglamentación que comprende la transformación, la conservación y el control del uso del 
suelo, del subsuelo y del vuelo, su urbanización y edificación, y la regulación del uso, de la 
conservación y de la rehabilitación de las obras, los edificios y las instalaciones. 
El régimen urbanístico del suelo se determina por la clasificación, la calificación en zonas o 
sistemas y la inclusión en un sector de planeamiento urbanístico derivado o en un polígono 
de actuación urbanística.  
Los planes de ordenación urbanística municipal clasifican todo el suelo del territorio 
correspondiente en suelo urbano, no urbanizable y urbanizable. 
 
El urbanismo plantea diferentes disciplinas y una de ellas es la  Protección y la Restauración 
de la Legalidad Urbanística que es uno de los objetivos que persigue la actividad 
urbanística. Siendo ésta reglada, a tenor del Texto Refundido de la Ley de Urbanismo de 
Cataluña, DL1/2010 (modif. por la L3/2012), preceptuando el inicio de un procedimiento de 
protección de la legalidad urbanística para aclarar las acciones u omisiones que 
presuntamente comporten vulneración de las determinaciones contenidas en el texto 
refundido, en el Reglamento que lo desarrolla, en el planeamiento urbanístico aplicable o en 
las ordenanzas municipales que puedan resultar de aplicación. Por tanto, la disciplina 
urbanística es la ley que resalta el carácter de función pública de las actuaciones relativas a 
la garantía y protección de la ordenación territorial y urbanística, de lo que sigue su 
naturaleza pública y el carácter obligatorio de su ejercicio. Las medidas que componen este 
haz de funciones se agrupan en actividades de control, protección y disciplina.  
 
El alcance de las competencias urbanísticas con el fin de hacer efectivas las competencias 
en materia de urbanismo, de protección del territorio y de vivienda establecidas por la 
Constitución y por el Estatuto, atribuye a los órganos administrativos que corresponde las 
facultades pertinentes y necesarias para formular, tramitar, aprobar y ejecutar los diferentes 
instrumentos urbanísticos de planeamiento y de gestión, para intervenir en el mercado 
inmobiliario, para regular y promover el uso del suelo, de la edificación y de la vivienda y 
para aplicar las medidas disciplinarias y de restauración de la realidad física alterada y del 
ordenamiento jurídico vulnerado. 
 
Las competencias urbanísticas de las administraciones públicas incluyen, además de las 
expresamente atribuidas, las facultades complementarias y congruentes para poder 
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ejercerlas de acuerdo con la ley y para satisfacer las finalidades que justifican su atribución 
expresa. 
 
Una vez mas y conforme a lo previsto en la Ley 7/1985, Reguladora de las Bases del 
Régimen Local, y el texto refundido DL2/2003,  de la Ley Municipal y de Régimen Local de 
Cataluña, las administraciones públicas locales deben velar por el adecuado cumplimiento 
de las normativas urbanísticas mediante la actividad administrativa de Protección de la 
Legalidad,  y que corresponden a las siguientes competencias:  
 
1. Inspección urbanística; potestad dirigida a comprobar que los actos de parcelación 
urbanística, urbanización, construcción o edificación, instalación y de uso del suelo y 
subsuelo, se ajustan a la legislación y ordenación urbanística. 
 
2. Adopción de medidas de protección y restauración de la legalidad;  medidas cautelares 
necesarias para garantizar la eficacia de la resolución final. 
 
3.  Imposición de sanciones por infracciones urbanísticas.  
 
Asentado el presupuesto de actuación, la tutela y la protección del ordenamiento urbanístico 
para el restablecimiento del posible perturbado orden jurídico, conlleva por parte de la 
administración pública competente la incoación de un procedimiento administrativo de 
protección de la legalidad urbanística, garantía de la posición jurídica del administrado. 
Procedimiento, éste, establecido con arreglo a las determinaciones de tramitación con 
carácter de básicas contenidas en el texto estatal Ley 30/1992 del Régimen Jurídico y de 
Procedimiento administrativo común de las Administraciones Públicas, y de acuerdo a las 
particularidades del derecho catalán Ley 26/2010, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas de Cataluña. 
 
En consecuencia, será contenido de éste prácticum en el Área de Urbanismo y Vivienda del 
Ayuntamiento de Corbera de Llobregat, el servicio de apoyo y seguimiento de la actuación 
pública de incoación e instrucción, que servirá de antecedentes y fundamento de la 
resolución administrativa del concreto procedimiento, así como de las diligencias preventivas 
o posteriores encaminadas a ejecutarla.  
 
 




1. DISCIPLINA URBANÍSTICA. 
 
1.1 LAS ADMINISTRACIONES Y LOS ÓRGANOS COMPETENTES. 
De acuerdo a lo establecido en el  Artículo 14 de la TRLUC, el ejercicio de las competencias 
urbanísticas corresponde a la administración de la Generalitat, los municipios y las 
comarcas. 
Dentro de la Generalitat, los órganos urbanísticos están estructurados de forma jerarquizada  
a partir de tres escalones: 
1. El gobierno de la Generalitat. 
2. Consejero o la consejera del Departamento de Territorio y Sostenibilidad. 
3. De un lado las comisiones territoriales y del otro lado el director general de 
urbanismo. 
 
Según los Principios de la Autonomía Local, los municipios gozarán de personalidad jurídica 
plena. Su gobierno y administración corresponden a sus respectivos Ayuntamientos, 
integrados por los alcaldes y los concejales. 
 
A los efectos de la Disciplina Urbanística las administraciones competentes son: 
  GENERALITAT 
 El consejero del Departamento  Territorio y 
Sostenibilidad:  
Máxima autoridad dentro de este departamento, y tiene 
competencia los planes directores urbanísticos, así 
como la aprobación definitiva de los planes de 
ordenación urbanística municipal y los programas de 
actuación urbanística de los municipios de más de cien 
mil habitantes. 
Director general de urbanismo: Órgano directivo, de 
carácter unipersonal tramita los asuntos que 
corresponden a la Comisión de urbanismo de Cataluña.  
 
Santi Vila i Vicente. Consejero 
del departamento de TEiS. 
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AYUNTAMIENTOS: 
Ejercen sus competencias urbanísticas en los términos establecidos por la legislación 
local y urbanística, a través de los tres órganos municipales: 
- El Alcalde. 
- La junta de gobierno local. 
- El pleno. 
Las competencias municipales en materia de urbanismo y en concreto la protección de la 
legalidad urbanística son, dictar órdenes de ejecución y suspensión de obras,  intervenir 
en la actividad del uso del suelo, la edificación y la protección de la legalidad urbanística 
mediante autorizaciones preventivas. 
 
En cuanto a la distribución de competencias en materia de Protección de la Legalidad 
Urbanística, están los municipios (ayuntamientos) y la Generalitat. 
1.2 NORMATIVA DE APLICACIÓN. 
 
Básicamente en todas las Comunidades Autónomas se ha seguido el modelo inicial del 
urbanismo definido en la legislación estatal, de manera que se han mantenido: 
 
- Planeamiento. 
Conjunto de instrumento o planes destinados a organizar y controlar el tejido urbano 
existente y su desarrollo, y la clasificación del suelo, como la técnica para fijar diferentes 
categorías del suelo en función de su destino urbanístico básico. 
 
- La Gestión Urbanística. 
Conjunto de actuaciones necesario para el desarrollo e implantación en el territorio de 
las determinaciones establecidas en el planeamiento. Tienen por objeto concretar las 
tareas de los diferentes actores en el proceso de la transformación del suelo: 
administraciones públicas, propietarios, urbanizadores y promotores. 
 
- Disciplina Urbanística. 
Conjunto de previsiones legales y potestades administrativas previstas para intervenir en 
la actividad de los particulares con la finalidad de preservar la legalidad urbanística y 
restablecerla cuando se vulnera y de sancionar las conductas tipificadas como 
infracciones urbanísticas. 
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La disciplina urbanística constituye  unos de los pilares del Urbanismo con estrecha relación 
con el  planeamiento y la gestión urbanística. 
La legislación urbanística autonómica  que regula la materia de la disciplina urbanística está 
contenida en las normativas siguientes: 
 
- Decreto Legislativo 1/2010, de 3 de agosto, por el cual se aprueba el Texto Refundido de 
la Ley de Urbanismo. - Ley 3/2012, de 22 de febrero, de modificación del texto refundido 
de la Ley de Urbanismo, aprobado por el Decreto legislativo 1/2010. ( en adelante 
TRLUC)  
El cual dedica el Titulo Siete “De la protección de la legalidad urbanística” (artículos del 
199 al 227) a regular los temas básicos de disciplina. 
 
- Decreto 305/206 de 18 de julio. Reglamento de la ley de urbanismo (en adelante  
RLUC). El cual dedica el Titulo Octavo “De la protección de la legalidad urbanística” 
(artículos del 264 al 283) al desarrollo de esta materia. Vigente hasta el 13 de mayo de 
2014. - Decreto 64/2014, de 13 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento sobre 
protección de la Legalidad urbanística. 
 
- Decreto 278/1993, de 9 de noviembre, sobre el procedimiento sancionador de aplicación 
a los ámbitos de  competencia de la Generalitat (en adelante RPSC), que regula 
exclusivamente el procedimiento sancionador y que es de aplicación supletoria de los 
entes locales en defecto total o parcial de los procedimientos sancionadores específicos 
previstos en la ordenanza sectorial o en las ordenanzas locales. 
 
A lo que respecta a la normativa estatal, ésta está contenida, básicamente en cuanto a la 
regulación de la protección de la legalidad urbanística en los siguientes textos legales y 
reglamentarios: 
 
-  A los efectos de establecer y regular las bases del régimen jurídico, el procedimiento 
administrativo común y el sistema de responsabilidades de las administraciones 
públicas.  
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de régimen jurídico de las administraciones publicas y 
del procedimiento administrativo común (en adelante LRJPAC.) 
  
- Decreto legislativo 2/2003, de 28 de abril, por el que se aprueba el texto refundido de la 
Ley municipal y de régimen local de Cataluña (en adelante TRLMRLC). 
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- Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local. 
 
Nota: La legislación de aplicación de los Expedientes de Disciplina Urbanística, es la que 
existía en el momento de la comisión de los hechos. 
2. LA ADMINISTRACIÓN  PÚBLICA.  LA TUTELA  DEL ORDEN JURÍDICO 
URBANÍSTICO VULNERADO.  
 
La administración pública es la institución en la que se integran las entidades a las que el 
Derecho (público) otorga unos poderes y encomienda la gestión de fines de interés general, 
con sumisión a la ley y al Derecho. 
 
La potestad urbanística de la Administración es ejercitada fundamentalmente por los 
ayuntamientos, entes mencionados anteriormente, siendo estos generalmente los 
competentes para aprobar los instrumentos de planeamiento,  gestión y ejecución, así como 
del otorgamiento de las licencias urbanísticas y del control del cumplimiento de la legalidad 
urbanística. 
 
En cuanto a la subrogación por inactividad, previo requerimiento al ayuntamiento, interviene 
el Departamento de Territorio y Sostenibilidad (TEIS), Art. 274 RLUC. En ejercicio de esta 
potestad, los órganos del departamento que tienen competencia en esta materia son el 
Director General  de Urbanismo y el Consejero del Departamento de Territorio y 
Sostenibilidad. 
 
2.1 LA TUTELA  DEL ORDEN JURÍDICO URBANÍSTICO VULNERADO. 
  
La Protección de la legalidad urbanística, tiene el objetivo de tutelar el orden jurídico 
urbanístico mediante la incoación, la instrucción y la resolución de procedimientos tales 
como: 
 
- Restauración de la realidad física alterada y el orden jurídico vulnerado. 
- La determinación de los daños y perjuicios.  
- La imposición de sanciones. 
 
Las acciones vulneradas del ordenamiento urbanístico en materia de la protección de la 
legalidad urbanística conllevan al cumplimiento de los siguientes artículos de las normativas 
anteriormente mencionadas. 
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El Artículo 1991 TRLUC.  Establece que todas las acciones u omisiones que presuntamente 
comporten vulneración de las determinaciones contenidas en la normativa urbanística deben 
comportar la incoación (inicio) de un expediente de legalidad urbanística. 
 
La  tramitación de los expedientes de protección de la legalidad urbanística debe ajustarse a 
lo establecido en la legislación reguladora del ejercicio de la potestad sancionadora, con las 
especificaciones señaladas por el procedimiento, establecidos en la legislación de 
procedimiento administrativo común.  
El articulo  200.3 TRLUC, establece que el municipio ejerce la potestad de protección de la 
legalidad urbanística respecto a las vulneraciones cometidas en su territorio, es por ello que 
los ayuntamientos ejercen sus competencias urbanísticas en los términos establecidos por 
la legislación local y urbanística, a través de los órganos municipales que tienen 
competencia sin perjuicio de las correspondientes normas de organización internas de 
atribución de competencias, siendo éstos el Alcalde, la Junta de Gobierno Local y el Pleno, 
ejerciendo la potestad de protección de la legalidad urbanística respecto a las vulneraciones 
cometidas en su territorio con respecto a detecciones de infracciones. 
 
Los órganos competentes para resolver procedimientos de procedimientos de protección de 
la legalidad urbanística vulnerada que no comporten la sanción de infracciones urbanísticas 
son, en el ámbito de la administración municipal, el alcalde o alcaldesa y en el ámbito del 
departamento competente en materia de urbanismo, el director o directora general 




                                                
1 Artículo  199 TRLUC.  Procedimientos de protección de la legalidad urbanística. 
 
1. Todas las acciones o las omisiones que presuntamente comporten vulneración de las determinaciones contenidas en esta 
Ley, en el planeamiento urbanístico o en las ordenanzas urbanísticas municipales, sujetos a sanción de conformidad con lo que 
establecen esta Ley y el reglamento que la desarrolle, deben dar lugar a las actuaciones administrativas necesarias para 
aclarar los hechos y, subsiguientemente, o bien directamente, si no se requiere información previa, a la incoación de un 
expediente de protección de la legalidad urbanística.. 
 
2. La potestad de protección de la legalidad urbanística es de ejercicio preceptivo. El ejercicio de esta potestad da lugar a la 
instrucción y la resolución de un procedimiento o de más de uno que tienen por objeto, conjuntamente o separadamente, la 
adaptación de las medidas siguientes: 
1. La restauración de la legalidad física alterada y del orden jurídico vulnerado. 
2. La imposición de sanciones. 
3. La determinación de los daños y los perjuicios causados. 
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ESTRUCTURA DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 
 
3. FASES DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO.  
Aunque la protección de la legalidad urbanística es muy específica, ésta debe acordarse de 
acuerdo a las fases procedimentales de la ley 30/1992, de 26 de noviembre, del régimen 
jurídico de las Administraciones Públicas y del procedimiento administrativo común, 
modificada por la ley 4/1999, 13 de enero. 
 
El procedimiento administrativo consta de tres fases que sirven como estructura del 
procedimiento. Estas tres fases son la iniciación del procedimiento, la ordenación e 








Acto de iniciación que da lugar al nacimiento de una sucesión de trámites o fases 
encaminadas a decidir tanto las cuestiones que el acto plantee como cuantas otras deriven 
del objeto específico del procedimiento.  
La iniciación puede ser de oficio o a solicitud de persona interesada (Art. 68. LRJPAC).  
Cuando la iniciación es de oficio, el acto de iniciación será un acto administrativo de trámite 






























DE OFICIO (ART. 69.1) 
 





















ACTO DE INCOACIÓN 
 
ORDENACIÓN  
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3.1.1 Iniciación de oficio.  
Se adoptará por acuerdo del órgano competente por: (ART.69.1. LRJPAC).  
- Propia iniciativa.  
- Orden superior.  
- Petición razonada de otros órganos.  
- Denuncia2 . 
Formulada la denuncia, el órgano administrativo deberá acordar la incoación del 
procedimiento, siempre que exista una base racional para admitir la veracidad de la misma. 
Por lo tanto, antes de ordenar la incoación, se podrá acordar la instrucción de una 
información previa con la finalidad de conocer las circunstancias del caso y decidir si se 
inicia el procedimiento o no. En caso de darse esta previa información, este trámite no forma 
parte del procedimiento, quedando en un simple precedente.  
 
No se debe pasar por alto los plazos de caducidad y prescripción3, pues,  en el caso de que 
hubiese caducado o prescrito la posibilidad de ejercer la potestad administrativa, el acto de 
iniciación y los subsiguientes del procedimiento serán inválidos.  
 
3.1.2 Iniciación a solicitud de persona interesada.  
 
Tendrá esta consideración cuando se promueva para resolver pretensiones derivadas de las 
personas particulares. 
 
La instancia es el acto por el cual se presenta la petición, que puede consistir en la solicitud 
de la adopción de un acto o la revisión o ejecución de uno ya existente. Las solicitudes se 
pueden presentar en cualquier soporte. 
 
Contenido de las solicitudes (Requisitos): (Art. 70.1. LRJPAC)  
-Órgano, centro o unidad administrativa a la que se dirige.  
                                                
2 Denuncia 
 
Acto de una persona particular por el que pone en conocimiento del órgano administrativo competente hechos que determinan 




Hecho de trascendencia jurídica en virtud del cual, por el transcurso del tiempo, junto con otras circunstancias, se alteran las 
situaciones y relaciones jurídicas, las titularidades reales, los derechos patrimoniales de crédito y las acciones que se derivan. 
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-Nombre, apellidos y domicilio de la persona interesada y, en su caso, además, de la 
persona que le represente, así como la identificación del medio preferente o del lugar que se 
señale a efectos de notificaciones.  
-Hechos, razones y petición en que se concrete con toda claridad la solicitud.  
-Lugar y fecha en que se formula la instancia.  
-Firma de la persona solicitante o acreditación de la autenticidad de su voluntad expedida 
por cualquier otro medio.  
 
Para que la instancia produzca todos los efectos es necesario que llegue al órgano 
destinatario o, en su caso, al órgano competente para resolver, lo que se produce en el 
momento de la recepción del escrito en el Registro correspondiente (Art. 42.3.b. LRJPAC).  
La persona o personas interesada/das podrán exigir el correspondiente recibo que acredite 
la fecha de presentación de la solicitud o bien una copia en que figure la fecha de 
presentación anotada por la oficina receptora (art. 70.3. LRJPAC). 
 
La solicitud debe contener una petición fundada, y debe estar acompañada de un mínimo de 
elementos de prueba que permita situar al solicitante en un supuesto de hecho. Si en la 
solicitud no se da cumplimiento a los requisitos, la administración debe dictar un 
requerimiento que inste la subsanación en el plazo de 10 días (ampliable 5 más). Si no se 
da el caso de subsanación, se dicta una resolución en la que se entiende desistido el 
procedimiento.  
 
Iniciado el procedimiento administrativo, el órgano competente para resolver puede adoptar, 
de oficio o a instancia de parte, las medidas provisionales que considere oportunas para 
asegurar la eficacia de la resolución que se pueda dictar, si hay elementos de juicio 
suficientes.  
No se pueden adoptar medidas provisionales que puedan causar un perjuicio de reparación 
difícil o imposible a las personas interesadas o que impliquen la violación de derechos 
amparados por las leyes.  
Se pueden levantar o modificar durante la tramitación del procedimiento de oficio o a 
instancia de parte, en virtud de circunstancias sobrevenidas o que no se hayan podido tener 
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3.2 ORDENACIÓN. 
 
Esta fase consiste en que el procedimiento se desarrolle de acuerdo con el orden 
establecido por la legislación vigente. Por tanto, todos los actos de ordenación son actos 
instrumentales que tienen como finalidad impedir que en la tramitación del procedimiento se 
den dilaciones indebidas.  
Los actos de ordenación son actos administrativos de trámite, y por tanto no son 
susceptibles de impugnación en vía administrativa (art. 107. LRJPAC).  
 
En esta fase hay que tener en cuenta:  
 
3.2.1 Impulso.  
 
El impulso está constituido por aquellos actos que tienden a hacer avanzar el procedimiento 
por cada una de las etapas o fases que lo componen. Del impulso dependerá que el 
procedimiento llegue a su término con la máxima rapidez.  
 
En el desarrollo de los expedientes se tendrá en cuenta el orden riguroso de incoación en 
asuntos de naturaleza semejante, excepto en los casos de orden motivada del titular de la 
unidad administrativa que actúa, de la que quedará constancia.  
El principio de “celeridad” que determinará que se acuerden en un acto todos los trámites 
que, por su naturaleza, admitan una impulsión simultánea y no sea obligatorio su 
cumplimiento sucesivo.  
Cuando haya que solicitar trámites a otros órganos, se consignará en la comunicación 
tramitada el plazo legal establecido para llevarlos a término.   
 
Los trámites que se hayan de cumplimentar por parte de las personas interesadas se habrán 
de hacer en el plazo de diez (10) días a partir de la notificación del acto correspondiente 
(Art. 76.1. LRJPAC).  
Este mismo plazo se aplicará para resolver el incumplimiento de algunos de los requisitos 
necesarios que haya detectado la Administración (Art. 76.2. LRJPAC). 
 
3.2.2 Dirección.  
 
Se entiende por dirección el conjunto de actividades que facilitan el adecuado 
funcionamiento de la serie de actos que se llevan a cabo dentro del procedimiento 
administrativo. Clasificándose en: 
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Actos de trámite: Los que se limitan a decidir las cuestiones de carácter incidental que 
pueden plantearse a lo largo de todo el procedimiento. Tienen la consideración de actos de 
trámite.  
Actos de comunicación: Los encargados de transmitir a otra persona algo que deba conocer 
o debe hacérsele conocer para el mejor desarrollo del procedimiento. 
Hay dos de dos tipos:  
- Comunicaciones entre órganos administrativos.  
- Notificaciones. 
• El titular de la Unidad Administrativa o el personal de la Administración Pública que 
tenga a su cargo la resolución o el despacho del asunto, será el responsable de 
practicarla.  
• Se realizaran a todas las personas interesadas. 
• La notificación al representante de una persona interesada produce todos los efectos; 
cuando se dirige a la primera persona firmante de una petición colectiva produce efectos 
en todos los componente (art. 33. LRJPAC); cuando se dirija a una persona jurídica se 
hará a su representación legal.  
• Cuando la notificación se practique mediante correo certificado con acuse de recibo, el 
intento de notificación se considera cumplido en el momento que la Administración 
reciba la devolución del justificante, siempre que quede constancia en el expediente. 
• No es necesario hacerla directamente a la persona destinataria, pueden ser receptoras 
cualquiera de las personas establecidas por la Ley (art. 59.2.LRJPAC).  
• Deberá contener el texto íntegro del acto, la indicación si es o no definitivo en vía 
administrativa y los recursos que se puedan plantear.  
• Se habrá de cursar dentro del plazo de diez (10) días a partir de la fecha en que se ha 
dictado el acto administrativo. (art. 58.2. LRJPAC).  
• Se practicaran por cualquier medio que permita tener constancia de la recepción por 
parte de la persona destinataria o su representante, así como la fecha, identidad y 
contenido del acto notificado. La acreditación de la notificación hecha se incorporará al 
expediente.  
• En los casos que no se conozca el domicilio de la persona destinataria o pluralidad de 
destinatarios/as, se hará mediante edictos en el tablón de anuncios del Ayuntamiento 
del último domicilio conocido y en el Diario Oficial o Boletín Oficial respectivo, según la 
Administración emisora.  
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Actos de intimación: Son los que tienen por objeto la imposición de una conducta y siempre 
van unidos al acto de comunicación.  
Hay de dos tipos:  
- Citaciones y emplazamientos: imponen la comparecencia en un momento determinado 
o en un plazo, respectivamente.  
- Requerimientos, imponen cualquier conducta diferente a la comparecencia.  
 
 
3.2.3 Constancia.  
 
Los actos administrativos se producirán por escrito a menos que su naturaleza exija o 
permita otra forma más adecuada de expresión y constancia. 
 
Se identifica la constancia como la actividad que tiende a dejar constancia de los actos que 
se llevan a cabo a lo largo del procedimiento, para poder conocerlo en cualquier momento 
posterior.  
 
• De los actos manifestados en forma verbal.  
La practicará y firmará el titular del órgano inferior que reciba oralmente la comunicación 
(art. 55.2. LRJPAC).  
 
• De los actos realizados por escrito.  
El jefe o la jefa del órgano administrativo ante el cual se tramita el procedimiento 
ordenará la incorporación al expediente de los escritos y documentos recibidos por 
orden cronológico de entrada en el registro.  
 
• Certificaciones.  
El conocimiento auténtico de los documentos que integren un expediente administrativo.  
La persona interesada tiene el derecho a obtener certificación o copia auténtica de los 




Separación de un documento o de unos documentos que formen parte o se han 
incorporado al procedimiento o a su conocimiento fuera del expediente. 
 














Esta fase proporciona los elementos necesarios para que pueda dictarse la resolución. Dará 
lugar a los documentos y actuaciones que sirven de antecedentes y fundamento de la 
resolución administrativa (Art. 78.1. LRJPAC). 
 
 
3.3.1 Alegaciones de los interesados: 
 
El Art. 35.e LRJPAC faculta a los interesados para hacer las alegaciones4 que estimen 
convenientes en cualquier fase del procedimiento. 
La importancia y el efecto de las alegaciones es que, obligatoriamente, aquello que se 
alegue, debe ser tenido en cuenta por la Administración al momento de redactar la 
propuesta de resolución. La Administración en su resolución debe dar respuesta a esas 
alegaciones, así sea de forma breve y concisa, y en caso de no hacerlo la decisión podría 
                                                
4 Alegaciones 
 Las alegaciones son “afirmaciones de conocimiento de hechos y razonamientos jurídicos”, que por regla general, y por puro 
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ser recurrida argumentando vicio de incongruencia (por no dar respuesta a lo alegado); y 
además, la resolución podría ser anulable en la medida que cause indefensión, ya que 
dificulta el posterior control en vía contencioso-administrativa. 
 
3.3.2 Trámite de información pública (Art. 86 LRJPAC): 
 
El trámite de información pública tiene por finalidad la aportación al expediente de las 
alegaciones que pueda o quiera hacer cualquiera de los interesados, siendo en el fondo una 
manifestación del derecho de participación relacionado con la idea de transparencia. 
 
Ahora, para que el trámite de audiencia pública se abra, es necesario que “la naturaleza del 
procedimiento lo exija”, tal como establece el Art. 86.1. La LRJPAC, por otra parte, establece 
algunos requisitos del trámite: 
- Debe anunciarse en el BOE, en el Boletín de las CCAA o de las Provincias. 
El objetivo es contar un instrumento de alcance general que permita poner en conocimiento 
a todos aquellos que tengan algo que decir. 
- Debe otorgarse un plazo que no sea inferior a 20 días, o el que establezca la regulación 
sectorial o especial. 
En cuanto a los efectos, la comparecencia en el trámite de información pública no otorga la 
condición de interesado; sin embargo, lo manifestado por los comparecientes tienen efectos 
similares las alegaciones de las partes aunque con distinto alcance: debe tomarse en 
consideración en la resolución, pero no es necesario que la Administración de una respuesta 
detallada o se refiera a todas ellas, pudiendo incluso dar una respuesta global a cuestiones 
similares. 
 
3.3.3 Los informes (art. 82 LRJPAC). 
 
Son declaraciones de juicio, emitidas por órganos especializados, como el servicio de 
Inspección  sobre determinadas materias y hechos con la finalidad de proporcionar al 
órgano competente los elementos de juicio necesarios para garantizar el máximo acierto en 
la resolución del procedimiento de que se trate.  
Son actos administrativos, sujetos al derecho administrativo y que proceden de órganos 
administrativos y, también, actos de trámite o de instrucción, ya que se incorporan al 
expediente y no son susceptibles de impugnación autónoma. 
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En general se considera que los informes pueden ser facultativos o preceptivos5, y 
vinculantes y no vinculantes6. Excepto disposición expresa en contrario, los informes en 
general son facultativos y no vinculantes (Art. 83.1. y 2. LRJPAC).  
Se solicitarán aquellos que sean preceptivos por disposiciones legales, y los que se juzguen 
necesarios para resolver, citándose el precepto que los exija o fundamentando, en su caso, 
la conveniencia en reclamarlos (Art. 82.1. LRJPAC).  
Los informes para resolver los expedientes se redactarán en forma de resolución y 
contendrán los extremos siguientes: enumeración clara y sucinta de los hechos, 
disposiciones legales aplicables y alegación razonada de la doctrina y, pronunciamientos 
que haya de contener la parte dispositiva. 
Los informes serán evacuados en el plazo de diez días, salvo que una disposición o el 
cumplimiento del resto de los plazos del procedimiento permita o exija otro plazo mayor o 
menor (Art. 83.2. LRJPAC).  
 
Elementos de los informes 
 
-  Descripción de los hechos. 
 
-  Normativa de aplicación y si procede su valoración. 
 
-  Las consideraciones derivadas. 
 




3.3.4 La prueba en el procedimiento administrativo (Art. 80 Y 81 LRJPAC). 
 
Es la actividad encaminada a demostrar la exactitud o inexactitud de los hechos que han de 
servir de fundamento a la resolución. 
                                                
5 Informes preceptivos y no preceptivos 
 
Los informes preceptivos son lo solicitados por imposición de una norma. En cuanto a los no preceptivos, son los informes que 
libremente acuerda el instructor porque lo considera necesario para informar o garantizar el acierto de su decisión. 
 
6 Informes vinculantes y no vinculantes 
 
Los informes vinculantes, tal como se desprende de su denominación vinculan la decisión del órgano. Sin embargo, 
encontramos dos tipos y su grado de vinculación dependerá de ello. Así, existen informes vinculantes en sentido estricto, 
respecto a los cuales órgano decisor no puede apartarse ni decidir en contra; y existen informes vinculantes obstativos, donde 
el órgano o sujeto emisor del informe tiene poder de veto, o en sentido contrario, debe emitir su posición favorable. Respecto a 
los informes no vinculantes, en este caso el órgano que decide no está ligado por el sentido del informe. 
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Cuando la administración no tenga por ciertos los hechos alegados por los interesados o la 
naturaleza del procedimiento lo exija, el instructor del mismo acordará la apertura de un 
periodo de prueba por un plazo no superior a treinta días ni inferior a diez, a fin de que 
puedan practicarse cuantas juzgue pertinentes. 
El instructor del procedimiento sólo podrá rechazar las pruebas propuestas por los 
interesados cuando sean manifiestamente improcedentes o innecesarias, mediante 
resolución motivada. 
  
Esta actividad determina cuál es el objeto de la prueba. En este sentido, la actividad 
probatoria debe referirse a hechos que: 
 
- Sean relevantes para la decisión del procedimiento. 
- Respecto de los que exista disconformidad acerca de su certeza. 
 
Por tanto, la actividad probatoria debe referirse a los hechos controvertidos relacionados con 
la pretensión, es decir, aquellos respecto a los que no hay acuerdo entre los interesados, o 
entre éstos y la Administración. 
 
 
3.3.5 Trámite de vista y audiencia (art. 84). 
 
Si bien los interesados pueden realizar alegaciones en cualquier momento del 
procedimiento, existe un trámite específico a tales efectos: el trámite de vista y audiencia. 
Este trámite tiene por finalidad facilitar al interesado el conocimiento de la totalidad del 
expediente, y con ello garantizar la defensa de sus derechos e intereses, permitiéndoles 
hacer las alegaciones que estime pertinentes a la vista del desarrollo del expediente (de las 
pruebas, de las alegaciones, etc) con visión de conjunto (donde ya se puede saber que 
hechos se han probado; si los hechos se relacionan y tienen cobertura legal, etc). 
Debe hacerse luego de instruido el expediente y antes de redactar la propuesta de 
resolución. La vista tendrá lugar en la oficina o dependencia del órgano ante el que se 
tramita el expediente, en el plazo que éste señale pero que en ningún puede ser inferior a 
diez días ni superior a quinces días. 
El trámite consiste en poner de manifiesto el expediente una vez instruido, antes de redactar 
la propuesta de resolución. La Administración debe poner de manifiesto el expediente 
integro, dejando a salvo aquellos documentos respecto a los cuales su acceso está limitado 
(Art. 37.5 LRJPAC). 
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El aspecto más importante que interesa destacar es que la omisión de este trámite puede 
suponer en algunos casos la nulidad del acto administrativo. Así se ha determinado por los 
tribunales en el caso de un procedimiento administrativo sancionador, donde la ausencia del 
trámite de audiencia se  ha entendido como una omisión absoluta del procedimiento 
administrativo y por tanto motivo de nulidad. 
En otros supuestos habrá que acudir a la doctrina de la instrumentalidad de las formas, 
siendo necesario comprobar si efectivamente no existió posteriormente la posibilidad de 
defenderse o presentan argumentos durante los recursos administrativos o en la jurisdicción 
contencioso-administrativa; e igualmente si la omisión o no del trámite afectaría la decisión 
administrativa. 
 
3.4 TERMINACIÓN  (Arts. 87, 88, 43 y 44 LRJPAC). 
 
El procedimiento administrativo puede finalizar de tres maneras diferentes: 
-Terminación normal. 
-Terminación anormal. 
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3.4.1 Terminación normal. 
 
 
El procedimiento administrativo finaliza normalmente mediante una resolución expresa 
dictada por el órgano competente para decidir.  
 
La resolución expresa es un acto administrativo definitivo que decide todas las cuestiones 
planteadas por las personas interesadas en el procedimiento, así como todas las que se 
deriven.  
En ningún caso, puede agravar la situación inicial, sin perjuicio de la potestad de la 
Administración de incoar de oficio un nuevo procedimiento, si procede.  
Las resoluciones contendrán7 la decisión, que será motivada en los casos establecidos por 
la normativa específica y, expresarán también los recursos que se pueden presentar, así 
como el órgano administrativo o judicial y los plazos. (Art. 89.1. LRJPAC)  
 
Se habrá de dictar y notificar en el plazo máximo que determine la norma reguladora 
específica del correspondiente procedimiento, sin que en ningún caso pueda exceder de los 
seis (6) meses, excepto que una norma con rango de ley o de la UE determine lo contrario. 
(Art. 42.2. LRJPAC) 
 
La inactividad de la administración pública en los plazos establecidos produce el silencio 
administrativo, éste está muy comunicado con el acto presunto, que es aquel  que se imputa 
a la administración pública que debió resolver en plazo y no lo hizo. Realmente no existe 
declaración de voluntad administrativa, sino que se efectúa una imputación de la misma 
para garantizar la debida protección al interesado.   
 
El silencio administrativo actualmente, se supone en general, que es positivo, salvo que la 
ley excluya el supuesto de que se trate. Esto en la práctica supone que se han de 
especificar aquellos casos en los que el silencio es negativo.  
La estimación por silencio administrativo, tiene a todos los efectos la consideración de acto 
administrativo finalizador del procedimiento (Art. 43.1. LRJPAC). 
 
                                                
7 Encabezamiento (antecedente de hecho), cuerpo (contiene la motivación), fallo (parte dispositiva) y 
recursos. 
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3.4.2 Terminación anormal. 
 
 
El procedimiento administrativo también puede finalizar por desistimiento de la acción, por 
renuncia, por caducidad y por convenio.  
 









Acto procesal de la persona interesada por 
el que se aparta voluntariamente del 
procedimiento administrativo.  
Se trata de un abandono de la acción en un 
procedimiento concreto; también se puede 
considerar una declaración de voluntad de 
carácter unilateral.  
 
 
Acto procesal de la persona interesada 
por el que deja de manera expresa el 
derecho que constituye el fundamento 
sustantivo o material de su solicitud.  
Es una declaración de voluntad de 
carácter unilateral.  
 
Se ha de formular ante el órgano competente que ha de resolver el procedimiento. Se 
puede presentar en cualquier momento del procedimiento antes de dictarse resolución y 
por cualquier medio que permita su constancia.  
En el caso de un procedimiento con más de una persona interesada, el desistimiento o 
la renuncia de una de ellas no afecta al resto. (Art. 90.2. LRJPAC)  
Sólo en el caso de presentarse terceras personas interesadas y que instasen la 
continuación del procedimiento, la Administración en el plazo de diez (10) días desde de 




3.4.2.2 Caducidad.  
 
Se pueden dar dos excepciones de la caducidad, una por caducidad del procedimiento 
iniciado a solicitud del interesado y la otra por caducidad del procedimiento iniciado de oficio. 
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Caducidad del procedimiento iniciado a solicitud del interesado. 
Terminación producida por la paralización de las actividades del procedimiento, por causa 
imputable a la persona interesada, durante un plazo superior a tres (3) meses. (Art. 92.18. 
LRJPAC)  
Para que se dé la terminación del procedimiento también será necesario que la 
Administración, previamente haya advertido a la persona interesada que deje de estar 
inactiva.  
 
Caducidad del procedimiento iniciado de oficio. 
No se podrá acordar la caducidad por la simple inactividad de la persona interesada en la 
cumplimentación de los trámites, siempre que no sean indispensables para dictar resolución.  
También se producirá la caducidad del procedimiento, cuando hayan transcurrido seis (6) 





Terminación derivada según acuerdo, convenio, pacto o contrato entre la Administración 
Pública y personas tanto de derecho público como privado.  
 
                                                
8 Artículo 92.1 LRJPAC. Requisitos y efectos. 
 
1. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, cuando se produzca su paralización por causa imputable al mismo, 
la Administración le advertirá que, transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del mismo. Consumido este plazo sin que 
el particular requerido realice las actividades necesarias para reanudar la tramitación, la Administración acordará el archivo de las 
actuaciones, notificándoselo al interesado. 
Contra la resolución que declare la caducidad procederán los recursos pertinentes. 
 
9  Artículo 103 LRJPAC. Declaración de lesividad de actos anulables. 
 
1. Las Administraciones públicas podrán declarar lesivos para el interés público los actos favorables para los interesados que 
sean anulables conforme a lo dispuesto en el artículo 63 de esta Ley, a fin de proceder a su ulterior impugnación ante el orden 
jurisdiccional contencioso-administrativo. 
2. La declaración de lesividad no podrá adoptarse una vez transcurridos cuatro años desde que se dictó el acto administrativo y 
exigirá la previa audiencia de cuantos aparezcan como interesados en el mismo, en los términos establecidos por el artículo 84 
de esta Ley. 
3. Transcurrido el plazo de seis meses desde la iniciación del procedimiento sin que se hubiera declarado la lesividad se 
producirá la caducidad del mismo. 
4. Si el acto proviniera de la Administración General del Estado o de las Comunidades Autónomas, la declaración de lesividad 
se adoptará por el órgano de cada Administración competente en la materia. 
5. Si el acto proviniera de las entidades que integran la Administración Local, la declaración de lesividad se adoptará por el 
Pleno de la Corporación o, en defecto de éste, por el órgano colegiado superior de la entidad. 
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3.4.2.4 Terminación por imposibilidad material.  
 
Por causas sobrevenidas externas al procedimiento, que imposibiliten materialmente la 
continuación del mismo. (Pérdida de la cosa). 
La resolución que decide la terminación del procedimiento, tendrá que estar motivada en 
todo caso. (Art. 87.2. LRJPAC). 
 
 
3.5  RECURSOS ADMINISTRATIVOS. 
 
Se consideran recursos administrativos los actos por los cuales la persona administrada 
legitimada solicita de la propia Administración la anulación o modificación de un acto 
administrativo que le afecta. 
 
Los recursos administrativos tienen como presupuesto la existencia de un acto 
administrativo previo, contra el que se interpone el recurso, con la pretensión de su 
anulación o reforma.  
 
Los recursos administrativos tienen por objeto actos administrativos definitivos que ponen fin 
a la vía administrativa10 , o de trámite que impide la continuidad del procedimiento 
administrativo o producen indefensión. Se diferencias de las reclamaciones en que éstas 
están dirigidas contra actos de trámites, normalmente en supuestos en los que se dan 






                                                
10 Artículo 109 LRJPAC. Fin de la vía administrativa. 
 
Ponen fin a la vía administrativa: 
 
a) Las resoluciones de los recursos de alzada. 
b) Las resoluciones de los procedimientos de impugnación a que se refiere el artículo 107.2. 
c) Las resoluciones de los órganos administrativos que carezcan de superior jerárquico, salvo que una Ley establezca lo contrario. 
d) Las demás resoluciones de órganos administrativos cuando una disposición legal o reglamentaria así lo establezca. 
e) Los acuerdos, pactos, convenios o contratos que tengan la consideración de finalizadores del procedimiento. 
¿Quién puede 
interponerlos? 
Las personas titulares de un 
derecho subjetivo o de un 
interés legítimo en el asunto a 
que se refiere el acto recurrido. 
¿Dónde se 
interponen? 
Ante la misma Administración 
autora del acto recurrido, que 
será quien tendrá que 
resolverlo.   
¿Qué 
pretenden? 
La modificación o 
anulación del acto 
recurrido. 
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3.5.2 Principio de no suspensión de la ejecución por la interposición de un recurso. 
 
La interposición de un recurso, excepto los casos en que una disposición establezca lo 
contrario, no suspende la ejecución del acto impugnado.  
Sin embargo, el órgano al que corresponde resolver el recurso, previa ponderación 
suficientemente razonada, entre el perjuicio que causaría al interés público o a terceras 
personas la suspensión, y el perjuicio que se causa a la persona recurrente, puede 
suspenderse de oficio o a solicitud de esta persona la ejecución del acto impugnado, cuando 
concurra alguna de las circunstancias siguientes:  
1. Que la ejecución pueda causar perjuicios de reparación imposible o difícil.  
 
   
   










• Se llevará a cabo por la persona legitimada, que disponga de la capacidad de obrar 
necesaria, bien por si misma o bien por su representante. 
 
• Se hará por escrito, en el que se incluirá. Art. 110.1 LRJPAC. 
a) El nombre y apellidos del recurrente, así como la identificación personal del mismo. 
b) El acto que se recurre y la razón de su impugnación. 
c) Lugar, fecha, firma del recurrente, identificación del medio y, en su caso, del lugar 
que se señale a efectos de notificaciones. 
d) Órgano, centro o unidad administrativa al que se dirige. 
e) Las demás particularidades exigidas, en su caso, por las disposiciones específicas. 
   











• La actividad de instrucción 
1. Traslado del recurso a terceras personas interesadas. 
2. Vista y audiencia a la propia persona recurrente. 
 
• Cuando hayan de tenerse en cuenta nuevos hechos o documentos no recogidos en 
el expediente originario, se pondrán de manifiesto a la persona interesada, para que 
en un plazo no inferior a diez (10) días ni superior a quince (15), se formulen las 
alegaciones y se presenten los documentos y justificaciones que crean oportunos. 
 
• No se tendrán en cuenta en la resolución del recurso, hechos, documentos o 
alegaciones de la persona recurrente, cuando habiendo podido aportarlos en el 
periodo de alegaciones no lo hayan hecho. 









  El procedimiento se puede terminar de tres maneras: 
 
1. Por no admisión del recurso. Se produce cuando no se cumplen alguno de los 
requisitos del procedimiento. 
 
2. Por estimación total o parcial de las pretensiones formuladas. 
 
3. Por desestimación de las pretensiones formuladas. 
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2. Que la impugnación se fundamente en alguna de las causas de nulidad de pleno 
derecho que determina el Art. 62.1. LRJPAC.  
 
El acto impugnado se entenderá suspendido en su ejecución, si transcurridos treinta (30) 
días desde la entrada de la solicitud de suspensión en el órgano competente, éste no ha 
dictado la resolución expresa.  
 





























1. Que al dictar el acto recurrido se hubiese 
incurrido en error de hecho que resulte de los 
propios documentos incorporados al expediente.  
2. Que aparezcan o se aporten documentos de 
valor esencial para la resolución del asunto que, 
aún siendo posteriores, evidencien error en la 
resolución recurrida.  
3. Que en la resolución hayan influido 
esencialmente documentos o testimonios 
declarados falsos por sentencia judicial firme, con 
anterioridad o posterioridad a esta resolución.  
4. Que la resolución se hubiese dictado como 



















Órgano administrativo que dictó el acto 
recurrido. 
RECURSO DE ALZADA RECURSO DE REPOSICIÓN RECURSO DE REVISIÓN 
El mismo que dictó el acto 
administrativo o 
directamente ante el 
órgano jurisdiccional 
contencioso-adtivo. 
Órgano que dictó el 
acto que se impugna o 
ante el superior 
competente para 
resolver. 
Cualquiera de los motivos 
de nulidad o anulabilidad 
previstos en los artículos 
62 y 63 de la Ley 30/1992. 
Cualquiera de los 
motivos de nulidad o 
anulabilidad 
previstos en los 
artículos 62 y 63 de 
la Ley 30/1992. 
Actos firmes en vía administrativa. Actos administrativos que 
agoten la vía 
administrativa. 
Resoluciones que no 
agoten la vía 
administrativa y los 
actos de trámite que 





Dentro de los cuatro (4) años siguientes a la fecha 
de notificación de la resolución impugnada, si se 
trata de un acto que hubiese incurrido en error de 
hecho que resulte de los propios documentos 
incorporados en el expediente.  
 Dentro de los tres (3) meses en el resto de los 
casos. 
Un (1) mes, contado a partir 
del día siguiente a la 
notificación del acto recurrido.  
Si no se presenta dentro del 
plazo, el acto a recurrir, 
deviene firme a todos los 
efectos. 
Cualquiera de los 
motivos de nulidad o 
anulabilidad 
previstos en los 
artículos 62 y 63 de 
la Ley 30/1992. 
Tres (3) meses desde la interposición del 
recurso. 
Un (1) mes, desde la 
interposición del recurso. 
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4. EL PROCEDIMIENTO DE LA PROTECCIÓN DE LA LEGALIDAD URBANÍSTICA. 
El procedimiento administrativo de la protección de la legalidad urbanística consistente en 
aquellas actuaciones administrativas efectuadas en caso de indicio de la comisión de 
ilegalidades urbanísticas, ya sean como a consecuencia de una denuncia11 o por inspección 
del técnico municipal (de oficio) o la Generalitat de Cataluña, hayan observado la posible 
vulneración del ordenamiento. El personal de estos organismos facultados expresamente 
para ello, debe realizar una tarea de investigación o de inspección para comprobar que los 
actos observados se ajustan a la legalidad urbanística. 
4.1  POTESTADES INSPECTORAS. 
 
Las potestades inspectoras corresponden a las administraciones competentes para 
inspeccionar los actos y las omisiones que puedan vulnerar la legalidad urbanística. Éstos 
pueden organizar la actividad inspectora mediante planes de inspección fijando las 
prioridades de actuación. 
 
El personal con funciones de inspección urbanística está facultado para: 
 
- Entrar en las fincas y las obras que sean objeto de inspección sin aviso previo y 
permanecer el tiempo necesario para realizar su función. No obstante, cuando el objeto 
de la inspección sea el domicilio de una persona, se debe obtener su consentimiento 
expreso para entrar o, si procede, la autorización judicial correspondiente. 
 
- Practicar cualquier diligencia de investigación, examen o prueba que se considere 
necesaria y, en particular: 
1º Reclamar que las personas presentes en el lugar inspeccionado se identifiquen o 
justifiquen los motivos de su presencia e informen sobre cualquier circunstancia 
relacionada con el cumplimiento de la legalidad urbanística. 
                                                
11  Denuncia. 
Acto de una persona particular por el que pone en conocimiento del órgano administrativo competente hechos que 
determinaran la incoación de un procedimiento administrativo. 
 
El hecho de que el urbanismo sea una función pública, legitima que cualquier persona en ejercicio de la acción pública que 
representa, pueda denunciar.  
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2º Solicitar la comparecencia de la persona propietaria y otras personas presuntamente 
responsables en el lugar inspeccionado o en la oficina pública designada por la persona 
inspectora. 
3º Examinar los títulos administrativos habilitantes de que disponga la persona promotora 
de la actuación inspeccionada o que consten en los archivos de la administración que los 
haya otorgado. 
4º Realizar mediciones y obtener imágenes fotográficas o en movimiento relativas a la 
actuación inspeccionada. 
 
4.2  DISPOSICIONES GENERALES.  
 
Con respecto al procedimiento del la protección de la legalidad urbanística, en el siguiente 
diagrama se hace referencia a las disposiciones generales aplicables a todo procedimiento, 
con independencia de si se incoa para adoptar conjunta o separadamente medidas de 
restauración, sancionadoras o la determinación de los daños y perjuicios causados por la 










































DE RESARCIMIENTO DE 
DAÑOS Y PERJUICIOS 
5 
INCOACIÓN EXPEDIENTE PROTECCIÓN 
DE LA LEGALIDAD URBANÍSTICA 
4.2.2 
 
INSCRIPCIÓN EN EL REGISTRO DE LA 
PROPIEDAD 
4.2.3 
PLAZOS DE RESOLUCIÓN 
4.2.4 
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4.2.1 Actos previos.  
 
Actuaciones previas. Artículo 69.212  LRJPAC y 265.213 RLUC . * (Análogo Art. 111.114 
RPLU). 
 
Como actuación previa a cualquier indicio de vulneración del ordenamiento, el Técnico 
Municipal o de la Generalitat de Catalunya  debe realizar una investigación o inspección 
para comprobar que los actos observados se ajustan o no a la legalidad urbanística, 
procediendo posteriormente a la incoación si es el caso. 
 
4.2.2 Incoación expedientes protección de la legalidad urbanística. 
 
La incoación de los expedientes de protección de la legalidad urbanística es el acto formal 
que corresponde al órgano que debe instruir, éste acto de iniciación da lugar al nacimiento 
de una sucesión de tramites o fases encaminadas a decidir tanto las cuestiones que el acto 
plantee como cuantas otras deriven del objeto específico del procedimiento. 
 
Antes del acto de incoación, el órgano competente puede abrir un periodo de información 
con la finalidad de conocer la circunstancia del caso y decidir si se inicia el procedimiento o 
                                                
 
3 Artículo 69 LRJPAC. Iniciación de oficio. 
 
1. Los procedimientos se iniciarán de oficio por acuerdo del órgano competente, bien por propia iniciativa o como consecuencia 
de orden superior, a petición razonada de otros órganos o por denuncia. 
2. Con anterioridad al acuerdo de iniciación, podrá el órgano competente abrir un período de información previa con el fin de 
conocer las circunstancias del caso concreto y la conveniencia o no de iniciar el procedimiento. 
 
13 Artículo 265 RLUC. Actuaciones previas y disposiciones comunes a los procedimientos de protección de la 
legalidad urbanística establece. 
 
265.2 El órgano competente tiene que incoar el procedimiento de protección de la legalidad urbanística si tiene conocimiento 
de cualquier acción u omisión que presuntamente vulnere la legalidad urbanística, una vez concluidas, en su caso, las 
actuaciones previas de averiguación de los hechos y emitidos los correspondientes informes previos de carácter técnico y 
jurídico. 
La incoación se efectúa de oficio, por petición razonada de otros órganos a partir de sus servicios de inspección, o por 




14  *Artículo 111 RPLUC.  Actuaciones previas. 
 
111.1 Antes de la iniciación de un procedimiento de protección de la legalidad urbanística vulnerada, el órgano competente 
puede llevar a cabo las actuaciones previas necesarias para conocer las circunstancias del caso, determinar a las personas 
presuntamente responsables, coordinar su actuación con la otra administración competente para iniciar el procedimiento 
cuando proceda y, en función de su resultado, decidir motivadamente sobre la conveniencia de iniciar el procedimiento o 
archivar las actuaciones. 
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no. En el caso de que éste se inicie, es necesario el nombramiento del instructor y  persona 
secretaria del procedimiento. 
4.2.3 Inscripción en el registro de la propiedad. 
 
Según lo establecido en el apartado a) del artículo 204.2 TRLUC se podrá instar al Registro 
de la Propiedad para que practique el asiento que corresponda respecto de los actos 
administrativos emitidos en el expediente de protección de la legalidad urbanística. 
 
“Artículo 204 TRLUC. Colaboración del Registro de la Propiedad en la eficacia de los 
actos administrativos en materia urbanística. 
1. Los acuerdos administrativos en materia de protección de la legalidad urbanística 
regulados por la legislación aplicable en materia de suelo se constatan en el Registro de 
la Propiedad, de acuerdo con la legislación hipotecaria. 
2. Los órganos competentes en materia urbanística, según lo que dispone esta Ley, 
pueden, aparte de lo que establece el apartado 1, instar al Registro de la Propiedad a 
practicar el asiento que corresponda respecto a los actos administrativos siguientes: 
a) La suspensión de actos de edificación o de uso del suelo o del subsuelo efectuados 
sin licencia o sin orden de ejecución, o bien sin ajustarse a las condiciones que se 
establezcan. 
b) La suspensión de los efectos de una licencia o de una orden de ejecución y la 
paralización de las obras iniciadas al amparo de ésta. 
c) La declaración de lesividad de una licencia o de una orden de ejecución. 
d) La anulación administrativa de una licencia o de una orden de ejecución o la 
resolución administrativa dictada en ejecución de una sentencia que haya declarado la 
anulación. 
e) El acuerdo de derribo y de restauración del suelo al estado anterior a la ejecución de 
las obras constitutivas de la infracción. 
f) La resolución que, para fincas hipotecarias determinadas, constate que quedan fuera 
de ordenación los edificios o las instalaciones. 
g) La resolución administrativa que acuerde la ejecución forzosa de los actos adoptados 
en virtud de esta Ley. 
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4.2.4 Plazo de resolución. 
 
CADUCIDAD DE LOS PROCEDIMIENTOS DE PROTECCIÓN DE LA LEGALIDAD 
URBANÍSTICA. 
 
La caducidad de un procedimiento es el tiempo que dispone la administración para tramitar 
un proceso. La caducidad del procedimiento no impide que la administración pueda incoar 
un nuevo expediente de protección de la legalidad siempre y cuando en el momento de la 
incoación no haya transcurrido el plazo de prescripción. 
 
El plazo para tramitar los expedientes  esta previsto como norma general en 6 meses, a 
contar desde la incoación del expediente hasta la notificación al interesado. Artículo 202 
15TRLUC.  
Según el nuevo Decreto 64/2014, de 13 de mayo, por el cual se aprueba el Reglamento 
sobre protección de la legalidad urbanística, artículo 115 RPLUC. Entre otros supuestos 
legalmente previstos, la persona instructora puede suspender el cómputo del plazo de 6 
meses  en los casos siguientes: 
 
a) Cuando se deban practicar notificaciones por edictos, por el tiempo que sea preciso 
entre la diligencia que disponga la notificación por edictos y la comunicación al órgano 
competente o la publicación oficial, que permitan verificar que la notificación edictal se 
ha practicado mediante los anuncios en el tablón de edictos y en el diario oficial 
correspondientes de conformidad con los requisitos legales. En caso de que la 
notificación edictal se deba practicar individualmente a varias personas interesadas, la 
suspensión del cómputo del plazo termina cuando se produzca la última comunicación o 
la publicación oficial mencionadas. 
 
b) Cuando se deba requerir a la persona interesada para que legalice los actos ilegales 
a que hace referencia el artículo 116.116, por el tiempo que transcurra entre la 
                                                
15  Artículo 202 TRLUC. Caducidad de los procedimientos. 
 
1. Los procedimientos de protección de la legalidad urbanística caducan si, una vez transcurrido el plazo máximo de seis 
meses para dictar resolución, ésta no ha sido dictada y notificada. Este plazo resta interrumpido en los supuestos a que se 
refiere la legislación de procedimiento administrativo común, y por todo el tiempo que se precise para hacer las notificaciones 
mediante edictos, si procede. 
 
16 Artículo 116.1 RPLUC. Resolución de iniciación. 
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notificación del requerimiento y la resolución que otorgue o deniegue el título 
administrativo habilitante solicitado o la presentación de la comunicación exigida. 
En caso de que el departamento competente en materia de urbanismo ejerza la 
potestad de protección de la legalidad urbanística, este plazo finaliza cuando se 
comunique al órgano competente la resolución o la presentación de la comunicación 
mencionadas. En el supuesto de que la persona interesada no atienda al requerimiento 




4.3  MEDIDAS PROVISIONALES. 
 
A  la vista de iniciación del procedimiento o durante la tramitación del procedimiento iniciado, 
el órgano competente puede optar motivadamente las medidas provisionales necesarias 
para garantizar la efectividad de la resolución que ponga fin al procedimiento. Entre otras 
medidas que sean apropiadas, se puede adoptar las siguientes: 
 
a) La suspensión de las obras en curso de ejecución. 
 
b) El precintado o la retirada de la maquinaria y los materiales a utilizar en la ejecución 
de las obras. 
 
                                                                                                                                                     
En caso de que el procedimiento de protección de la legalidad urbanística vulnerada se incoe con vistas a restaurar la realidad 
física alterada y el orden jurídico vulnerado por actos ejecutados sin disponer del título administrativo habilitante o sin efectuar 
la comunicación previa que se exigen, o sin ajustarse a las condiciones del título administrativo otorgado o la comunicación 
previa efectuada, la resolución de iniciación, según corresponda, ha de: 
 
a) Hacer saber motivadamente si, de acuerdo con la legalidad urbanística vigente en el momento de iniciar el procedimiento, el 
acto de que se trate es manifiestamente ilegalizable o advertir si ha sido objeto de la denegación previa del título administrativo 
habilitante correspondiente. 
 
b) Suspender provisionalmente las obras que estén en curso de ejecución. 
 
c) Cuando el acto no sea manifiestamente ilegalizable ni comporte obras en curso de ejecución, requerir a la persona 
interesada para que, en el plazo de dos meses a contar desde la notificación, solicite el título administrativo habilitante o 
efectúe la comunicación exigida sin perjuicio de que, si procede, pueda ajustar el acto mencionado al contenido del título 
administrativo otorgado o la comunicación previa efectuada. 
En todo caso, se ha de advertir de las medidas de restauración de la realidad física alterada y el orden jurídico vulnerado que 
se podrían adoptar en caso de de que el acto no sea legalizable o no se legalice de conformidad con el requerimiento 
efectuado o que haya que efectuar. 
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c) La suspensión de los suministros de los servicios o de su contratación. 
 
d) La prohibición de la primera utilización y ocupación de los edificios y las 
construcciones y la suspensión del otorgamiento de licencias urbanísticas de 
primera utilización y ocupación parciales. 
 
Las medidas provisionales adoptadas son ejecutivas a partir de su notificación a las 
personas destinatarias. La resolución que las adopte debe advertir que su incumplimiento 
habilita al órgano competente para ordenar la ejecución forzosa de las medidas adoptadas.  
 

















El procedimiento de restauración tiene como objetivo hacer desaparecer los efectos 
negativos de actuaciones contrarias al ordenamiento jurídico, y ésta puede ser de la realidad 
física alterada y del orden jurídico vulnerado. 
 
Si los actos de edificación o de uso del suelo y el subsuelo se efectúan sin licencia o sin 
orden de ejecución, o no se ajustan a las condiciones señaladas, el alcalde debe iniciar un 




4.4.1. Obras en curso. 
 
Partiendo del carácter preceptivo en el ejercicio de la potestad de protección de la legalidad 
urbanística, la administración debe de incoar el procedimiento de la restauración por obras y 
actuaciones en curso cuando tiene conocimiento  de las ilegalidades urbanísticas que está 




PROCEDIMIENTO   
DE RESTAURACIÓN 
4.4 
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en curso de ejecución (obras sin licencia o sin orden de ejecución o sin ajustarse a la 
licencia otorgada) y como consecuencia  de este hecho, se debe incoar dicho procedimiento 
de protección con carácter previo a la finalización de las obras  de actuación ilegal.  
 
Las obras o actuaciones que se ejecutan sin licencia deben ser suspendidas, con carácter 
provisional e inmediato por el Alcalde, previa la incoación de un procedimiento de protección 
de la legalidad urbanística y, proceder a audiencia a los presuntos responsables durante el 
plazo de 15 días al objeto de formar las alegaciones que consideren oportunas en defensa 
de sus derechos e intereses. La resolución de incoación también deberá contener 
necesariamente la motivación relativa a si las obras o actuaciones son de carácter 
ilegalizable y las medidas de restauración susceptible de ser adoptadas, así como las otras 
posibles medidas provisionales previstas en el Articulo 203 TRLUC, para garantizar la 
eficacia de la resolución final. 
La resolución de incoación deberá ser notificada al presunto infractor, a las personas 
interesadas y a la administración que ha instado o denunciado los hechos.  
El transcurso de los 15 días de que dispone el presunto infractor para formular alegaciones 
empieza a contar desde el día siguiente de la notificación del Decreto de incoación. El 
alcalde deberá ratificar o revocar el Decreto de suspensión provisional dentro del plazo de 
15 días, a contar desde el día siguiente del vencimiento del plazo de audiencia. 
 
En el supuesto que el Alcalde no ratifique la suspensión provisional dentro del plazo  de 15 
días legamente establecido, la suspensión provisional quedará sin efecto sin perjuicio que la 
administración pueda dictar una nueva resolución de suspensión, Artículo 20517 TRLUC. 
                                                
17 Artículo 205 TRLUC. Órdenes de suspensión de obras y requerimientos de legalización. 
1. La administración que corresponda ha de incoar el procedimiento de protección de la legalidad urbanística en relación con 
los actos de edificación o de uso del suelo y del subsuelo que se efectúan sin el título administrativo que habilita para llevarlos 
a cabo o sin la comunicación previa requerida, o los que no se ajusten al contenido del título administrativo otorgado o de la 
comunicación previa efectuada. 
2. Si los actos a que se refiere el apartado 1 están en curso de ejecución, el órgano competente debe ordenar la suspensión 
provisional, junto con el acuerdo de incoación del procedimiento. La orden de suspensión ha de comunicarse a las personas 
afectadas para que la cumplan inmediatamente y para que, en el plazo de quince días, puedan formular alegaciones y 
presentar los documentos y justificaciones que estimen pertinentes. El órgano competente debe ratificar o revocar la orden de 
suspensión en el plazo de quince días posteriores a la finalización del trámite de audiencia; en caso contrario, la orden queda 
automáticamente sin efecto, sin perjuicio de que posteriormente pueda dictarse una nueva orden de suspensión provisional. 
 
3. Si los actos a que se refiere el apartado 1 ya se han ejecutado o se ha ratificado la orden de suspensión, el órgano 
competente debe requerir a la persona interesada que, en el plazo de dos meses a contar desde la notificación, solicite el título 
administrativo que la habilite para llevarlos a cabo, o efectúe la comunicación requerida o, en su caso, ajuste las obras o las 
actuaciones al contenido del título administrativo otorgado o de la comunicación previa efectuada, salvo que estos actos sean 
manifiestamente ilegalizables. 
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La ratificación de la suspensión conlleva la incoación de un expediente de restauración de la 
realidad jurídica alterada, que obliga a la persona afectada a solicitar la licencia pertinente 
con relación a las obras que se están ejecutando sin licencia, o bien sin ajustarse a ella. 
 
En el supuesto de un expediente de restauración, se debe otorgar dos meses para la 

















                                                                                                      26718  RLUC. Análogo Art. 11819 RPLUC 
                                                                                                                                                     
 
18 Artículo 267 RLUC. Procedimiento de restauración en caso de obras y actuaciones en curso. 
 
267.1 Si se están ejecutando obras o efectuando actuaciones sin licencia, sin orden de ejecución, o bien con incumplimiento de 
las condiciones que se señalan en ellas, el órgano competente, con los correspondientes informes previos de carácter técnico y 
jurídico, tiene que incoar el procedimiento de protección de la legalidad urbanística y, juntamente, debe dictar una primera 
resolución de suspensión provisional e inmediata de les citadas obras y actuaciones, que debe ser notificada al presunto 
infractor o infractora. 
 
 En la notificación a la presunta persona infractora se tiene que señalar motivadamente si las obras o usos pueden ser objeto de 
un proceso de legalización o si son manifiestamente ilegalizables. En este último caso se tiene que advertir en la notificación de 
las medidas de restauración susceptibles de ser adoptadas. 
 
19 *Artículo 118 RPLUC. Suspensión provisional de obras en curso de ejecución.  
 
118.1 Cuando la resolución de iniciación del procedimiento haga referencia a obras en curso de ejecución, el órgano 
competente debe ordenar la suspensión inmediata de las obras como medida provisional mientras no finalice el procedimiento 
o, si procede, no se legalice el acto de que se trate. 
 
118.2 El órgano competente debe ratificar, modificar o revocar la suspensión de las obras en curso de ejecución que haya 
ordenado en el plazo de quince días siguientes a la finalización del trámite de audiencia de la resolución de iniciación. Si no la 
ILEGALIZABLE LEGALIZABLE 
 
Requerir al interesado para que, en el 
plazo de dos meses desde la notificación 
de la resolución, proceda a solicitar la 
licencia o la modificación de licencia 
correspondiente o, en su caso, ajuste las 
obras o las actuaciones al contenido del 
título administrativo otorgado o de la 
comunicación previa efectuada, salvo que 
estos actos sean manifiestamente 
ilegalizable.
 
En caso de que las obras tengan carácter 
manifiestamente ilegalizable y así hayan 
sido calificadas por el órgano competente 
para la incoación del procedimiento, 
requerir a la persona interesada para que 
ejecute, en el plazo de un mes, las 
medidas de restauración de la realidad 
física o jurídica alterada que se 
establezcan, en su caso, ajuste su 
actuación a la licencia correspondiente.
OBRAS EN CURSO 
(PROCEDIMIENTO) 
4.4.1 
TRAMITAR EL PROCEDIMIENTO DE 
ACUERDO A LO ESTABLECIDO POR EL 
PROCEDIMIENTO DE RESTAURACIÓN DE 
OBRAS Y ACTUACIONES EN CURSO ART. 
26718 RLUC. *(Análogo Art. 11819 RPLUC) 
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En el supuesto de que se haya efectuado el requerimiento de legalización previsto, si la 
persona interesada no solicita la licencia en el plazo establecido o ésta es denegada, el 
órgano competente tiene que requerir para que en el plazo de un mes proceda a la 
restauración de la realidad física o jurídica alterada, mediante la ejecución de las obras o 
actuaciones que se establezcan. El órgano competente tiene que efectuar este 
requerimiento en el plazo de un mes desde la fecha en que finalice el plazo para la 
legalización o desde la fecha de denegación de la licencia, si esta se ha instando. 
 
Si la potestad de protección de la legalidad urbanística es ejercida por el Departamento de 
Territorio y Sostenibilidad, el órgano competente debe comunicar al ayuntamiento 
correspondiente el requerimiento de legalización efectuado y el ayuntamiento debe 
comunicar al Departamento la resolución de la solicitud de licencia o, en su caso, que ésta 
no ha sido presentada. 
Los requerimientos de restauración tienen que contener la advertencia expresa que, 
transcurrido el plazo de un mes sin haber procedido a la restauración, el órgano competente 
procederá a la ejecución forzosa, mediante la imposición de multas coercitivas, o a la 
ejecución subsidiaria a cargo de la persona interesada. 
 
La persona interesada, en el caso de que el plazo de un mes sea insuficiente para cumplir el 
requerimiento de restauración, puede presentar ante la administración competente un 
programa de restauración, en el cual fije el plazo exacto que necesita para el cumplimiento 
del mencionado requerimiento. El programa de restauración debe ser aprobado por la 
administración y, en todo caso, las obras o actuaciones se tienen que iniciar dentro del 
primer mes otorgado. 
 
Transcurrido el plazo de un mes para proceder al cumplimiento del requerimiento de 
restauración, o el plazo que establezca el programa de restauración, en caso de inactividad 
de la persona interesada, el órgano competente tiene que acordar la ejecución forzosa. 
  
 
                                                                                                                                                     
ratifica o modifica en este plazo, la orden de suspensión de obras se convierte en ineficaz, pero ello no impide que pueda 
ordenarla de nuevo, supuesto en que no es preciso reiterar la audiencia ya practicada ni ratificar la orden dictada de nuevo. 
 
118.3 Conjuntamente con la ratificación o modificación de la suspensión provisional de obras, se debe efectuar, cuando sea 
pertinente, el requerimiento para su legalización en los términos que establece el artículo 116.1.c). 
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20 Artículo 268 RLUC. Procedimiento de restauración en caso de obras o actuaciones ya ejecutadas. 
 
 268.1 El procedimiento de restauración de la realidad física alterada y del orden jurídico vulnerado se puede incoar siempre y 
cuando no haya transcurrido el plazo de seis años desde la finalización de las obras o actuaciones, sin perjuicio de lo que 
establecen los artículos 202 y 219.6 de la Ley de urbanismo. 
 
 268.2 En el caso de obras o actuaciones sin licencia u orden de ejecución, o sin ajustarse a sus condiciones, ya finalizadas, el 
órgano municipal competente, una vez incoado el procedimiento de restauración tiene que acordar, según corresponda y previa 
audiencia por un plazo mínimo de quince días a la persona interesada, alguno de los requerimientos previstos en las letras a) y 
b) del apartado 3 del artículo 267 de este Reglamento, y tramitar el procedimiento de acuerdo con lo que establecen los 
apartados 4 a 9 del mencionado artículo 267 de este Reglamento. 
 
21 *Artículo 132 RPLUC. Suspensión de la ejecutividad. 
 
 En el acuerdo o la resolución de iniciación de un procedimiento de revisión de oficio o de declaración de lesividad de un título 
administrativo habilitante, el órgano competente para incoarlo ha de: 
 
a) Suspender la ejecutividad del título y, en el caso de obras en curso de ejecución, ordenar la paralización 
inmediata de las obras. 
 





TRAMITAR EL PROCEDIMIENTO DE 
ACUERDO A LO ESTABLECIDO POR EL 
PROCEDIMIENTO DE RESTAURACIÓN DE 
OBRAS Y ACTUACIONES YA 
EJECUTADAS. ART. 26820 RLUC. *(Análogo 
Art. 13221 RPLUC). 
ILEGALIZABLE LEGALIZABLE 
Se requerirá a la persona interesada para 
que en el plazo de dos meses, contados 
desde la notificación correspondiente, se 
solicite la licencia preceptiva o, en su 
caso, ajuste las obras, usos o 
actuaciones en la licencia u orden de 
ejecución. 
 
Cuando las obras tengan carácter 
manifiestamente ilegalizable, y así hayan 
sido calificadas por el órgano competente 
para la incoación, y se requerirá a la 
persona interesada para que el plazo de 
un mes, contados desde la notificación 
correspondiente de las medidas físicas o 
jurídicas que se establezcan en cada 
caso. 
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El procedimiento de restauración para obras o actuaciones ya ejecutadas, se inicia una vez 
efectuada las actuaciones previstas necesarias, con una resolución de incoación en la que 
se otorga una audiencia mínima de 10 días en la que los presuntos vulneradores del 
ordenamiento urbanístico podrán formular las alegaciones que estimen procedentes. 
La administración informa las alegaciones y en función de si considera que las obras tiene 
carácter legalizable o ilegalizable, procederá o bien a requerir al presunto responsable la 
legalización de las obras en el plazo máximo de dos mes sin perjuicio de que se acredite en 
el expediente la necesidad de un periodo superior de tiempo para proceder a la restauración 
del orden jurídico infringido. 
4.5  MEDIDAS DE RESTAURACIÓN. 
Entre otras apropiadas, se pueden ordenar las medidas para restaurar la realidad física 
alterada y el orden jurídico vulnerado siguientes: 
 
a) El derribo de las obras ejecutadas. 
b) La reposición a su estado inicial de las obras que hayan sido derribadas o que hayan 
sido modificadas en los casos siguientes: 
 
1º Cuando los inmuebles afectados estén protegidos. 
2º Cuando los inmuebles afectados, aunque no estén protegidos, hayan sido derribados 
parcialmente, siempre que la parte derribada no sea estructuralmente o funcionalmente 
autónoma ni separable de la parte no derribada. 
3º Cuando la reposición de los inmuebles afectados sea necesaria para el 
funcionamiento de los servicios públicos o para garantizar la seguridad de las personas 
y las cosas. 
 
c) La reposición de los terrenos a su estado inicial. 
d) El cese de los usos ilegales. 
e) El desalojo de las personas usuarias y la retirada de las cosas muebles relativas a los 
usos ilegales del inmueble de que se trate. 
f) La ejecución de las obras necesarias para impedir los usos ilegales. 
g) El cese de los suministros de los servicios o la prohibición de su contratación. 
h) La prohibición de la primera utilización y ocupación de los edificios y las 
construcciones. 
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Aparte de las medidas de restauración a que hace referencia, la resolución que ponga fin al 
procedimiento puede instar la revisión de las operaciones jurídicas privadas que comporten 
la vulneración del régimen urbanístico de división de los terrenos y de los edificios y 
determinar los daños y perjuicios causados. 
 
4.6  MEDIOS DE EJECUCIÓN FORZOSA. 
 
En el procedimiento de restauración,  la administración tiene la posibilidad de reaccionar 
ante el incumplimiento de la orden de ejecución con los medios de ejecución forzosa 
previstos legalmente. En cualquier caso, la ejecución forzosa siempre se ha de ejercer 
respetando el principio de proporcionalidad.  
 
A efectos comunes ante el incumplimiento de los requerimientos efectuados, los medios 
para para proceder a la ejecución forzosa de la orden administrativa dictada son la ejecución 
subsidiaria, que consiste en la ejecución del acto directamente por la administración, las 
multas coercitivas y el apremio sobre el patrimonio. 
 
4.6.1 Ejecución subsidiaria. 
 
El Artículo 206 TRLUC regula el procedimiento para restaurar la realidad física alterada y 
establece en el apartado segundo, si la persona interesada no ejecuta las determinaciones 
establecidas en el plazo otorgado, la administración puede acordar la ejecución subsidiaria, 
sin perjuicio de la imposición de multas coercitivas. 
 
De acuerdo con el artículo 225 TRLUC la administración puede optar entre la imposición de 
multas coercitivas o la ejecución subsidiaria. 
 
Transcurrido el plazo para ejecutar el requerimiento de forma voluntaria la administración 
puede optar entre la ejecución subsidiaria a cargo de la persona interesada o el 
otorgamiento de un nuevo plazo para realizar la actuación ordenada. Se pueden imponer 
multas coercitivas hasta el cumplimiento de la obligación. 
 
En el caso de que la administración finalmente ejecute subsidiariamente las actuaciones 
ordenadas, éstas van a cargo de la persona interesada incluyendo cualquier otro gasto 
ocasionado por la actuación subsidiaria de la administración. 
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4.6.2 Multas  Coercitivas.  
 
Las multas coercitivas también son otro medio administrativo de ejecución forzosa que 
dispone la administración para hacer cumplir en este supuesto concreto la resolución de la 
orden de restauración. 
Una vez finalizado el plazo determinado para que la persona interesada lleve a cabo las 
actuaciones de restauración del subsuelo, del suelo o del vuelo al estado anterior a la 
comisión de la infracción, en el caso de que estas  actuaciones no se hayan llevado a cabo, 
la administración competente tiene que optar, en el plazo máximo de un mes, entre la 
ejecución subsidiaria o el otorgamiento de un nuevo plazo para que la persona inculpada 
haga las actuaciones que sean necesarias. 
 
La imposición de las multas coercitivas por el incumplimiento de los plazos fijados por la 
administración parte de una cuantía de 300 a 3.000 euros, en los supuestos siguientes: 
 
a) Incumplimiento de órdenes de ejecución urbanística. 
b) Incumplimiento de órdenes de suspensión de actos de parcelación, de urbanización, de 
uso del suelo y de edificación. 
c) Incumplimiento de cualquier medida cautelar acordada en materia de protección de la 
legalidad urbanística. 
 
Es poco recomendable que el único medio de ejecución forzosa que utilice la administración 
sea la imposición de multas coercitivas ya que probablemente estaría incumpliendo el 
principio de proporcionalidad22. En este sentido en aplicación del principio de 
proporcionalidad no se podrían imponer ilimitadas multas coercitivas ya que a partir de la 
segunda o tercera multa habría quedado acreditada la ineficacia de este medio y por tanto, 
se habrá de emplear otro medio de ejecución forzosa, ya que el interés público perseguido 
es la restauración de la realidad física jurídica infringida y no la recaudación económica. 
 
 
                                                
22 Principio de proporcionalidad. 
 
Deber de guardar la debida adecuación entre la gravedad del hecho constitutivo de la infracción y la sanción aplicable 
(Principio de la potestad sancionadora. Arts 127-132 LRJPAC). 
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4.6.3 Apremio sobre el patrimonio. 
 
Si se han de satisfacer cantidades líquidas por la imposición de multas coercitivas y por los 
gastos derivados de la ejecución subsidiaria de una orden de restauración o una medida 
provisional, se debe seguir el procedimiento que establecen las normas reguladoras del 
procedimiento recaudatorio en la vía ejecutiva para su ejecución forzosa. 
 
 
5. PROCEDIMIENTO DE RESARCIMIENTO. 
 
El artículo 233.223 TRLMRLC establece que los particulares que por fraude o negligencia 
causen daños en el dominio público de los entes locales, están obligados a reparar los 








Son infracciones urbanísticas las vulneraciones de la legalidad urbanística tipificadas como: 
 
Artículo 73 TRLUC. Infracciones urbanísticas muy graves. 
“Son infracciones urbanísticas muy graves: 
a) Los actos de parcelación urbanística, de urbanización, de uso del suelo y el subsuelo 
y de edificación contrarios al ordenamiento jurídico urbanístico que se lleven a cabo en 
terrenos que el planeamiento urbanístico clasifica o tiene que clasificar como suelo no 
urbanizable en virtud de lo dispuesto por el artículo 32.a, o en terrenos situados en 
                                                
23 Artículo 233. TRLMRLC Obligaciones de los particulares. 
 
 233.1 Las personas que tienen a su cargo la gestión de los bienes o de los derechos de los entes locales están obligadas a 
tener cuidado de su custodia, conservación y aprovechamiento, y responden ante la corporación respectiva de los daños y los 
perjuicios ocurridos por su pérdida o detrimento, o en caso de fraude o negligencia. 
 
 233.2 Los particulares que por fraude o negligencia causen daños en el dominio público de los entes locales o hagan actos de 
ocupación serán sancionados con multa, cuyo importe puede establecerse entre el valor y el doble del valor del perjuicio 
causado o de aquello usurpado, sin perjuicio de ser obligados a reparar los daños y los perjuicios y a restituir lo que hubieran 
sustraído. 
 
233.3 Las responsabilidades a que se refieren los apartados 1 y 2 son sustanciadas y ejecutadas por vía administrativa. 
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cualquier clase de suelo que el planeamiento urbanístico reserva para sistemas 
urbanísticos generales o bien para sistemas urbanísticos locales de espacios libres, 
sistema viario o de equipamientos comunitarios deportivos públicos. 
 
Esta infracción se considera una infracción muy grave en función del tipo de suelo sobre 
el cual se realiza la infracción. Evidentemente, a mayor grado de protección de los 
terrenos mayor será la sanción a imponer. 
 
b) La tala o derribo de árboles que suponga la desaparición de espacios boscosos o de 
arboledas protegidos por el planeamiento urbanístico. 
 
En cambio, si la infracción urbanística no comporta la desaparición de todos los arboles, 
la infracción es grave. 
Es importante, en estos casos, tener claro cuál era la situación urbanística del área 
boscosa y su entidad antes de la comisión de la infracción (tala de árbol). 
 
c) La vulneración, en más de un 30%, en suelo urbano o urbanizable delimitado, de los 
parámetros imperativos establecidos por el planeamiento urbanístico relativos a 
densidad de viviendas, número de establecimientos, techo, altura, volumen, situación de 
las edificaciones y ocupación permitida de la superficie de las fincas o parcelas. 
 
En este apartado es un supuesto de difícil interpretación y que para su aplicación se 
necesitaría de un informe técnico que justifique los hechos imputados que suponga la 
vulneración de los umbrales del 30%. 
Si la vulneración supera el 10% y no sobrepasa el 30% estaremos delante de una 
infracción grave. 
Si sobrepasa el 30% estaremos delante una infracción grave, la cual supone que, en el 
ámbito local, la fijación de este parámetro determinara objetivamente  la competencia 
del órgano para imponer la sanción. Es decir que si se supera el 30% del parámetro 
imperativo urbanístico  que se ha vulnerado, la competencia objetiva será el Pleno del 
ayuntamiento porque será una infracción muy grave; y si no lo supera, será el alcalde, 
por tratar de una infracción grave.  
 
d) La división o segregación de terrenos en suelo no urbanizable objeto de algún 
régimen de protección especial, en contra de las determinaciones de la ley. 
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Si esta infracción urbanística consistente en la división de terrenos, se ejecuta en unos 
terrenos que tienen un régimen legal no protegido, la infracción pasa a tener el carácter 
de grave. 
 
e) La vulneración del régimen de usos y obras de los bienes que el planeamiento 
urbanístico incluye en los catálogos de bienes protegidos.” 
 
Artículo 74 TRLUC. Infracciones urbanísticas graves. 
“Son infracciones urbanísticas graves: 
a) Los actos tipificados por el artículo 213.a que se realicen en suelo no urbanizable 
distinto del que el planeamiento urbanístico clasifica o debe clasificar como suelo no 
urbanizable en virtud de lo dispuesto por el artículo 32.a, o en suelo urbanizable no 
delimitado, o en terrenos que el planeamiento urbanístico reserva para sistemas 
urbanísticos locales distintos de los de espacios libres, viario o de equipamientos 
comunitarios deportivos públicos. 
 
b) El incumplimiento, en suelo urbano y suelo urbanizable delimitado, de las 
determinaciones urbanísticas sobre urbanización, usos del suelo y subsuelo y 
parcelación urbanística. 
 
c) La vulneración, en más de un 10% y hasta un 30%, en suelo urbano o urbanizable 
delimitado, de los parámetros imperativos a que se refiere el artículo 213.c. 
 
d) El incumplimiento del deber de conservación de terrenos, urbanizaciones, 
edificaciones, letreros e instalaciones en general, en condiciones de seguridad. 
 
e) La tala o derribo de árboles integrantes de espacios boscosos o arboledas protegidos 
por el planeamiento urbanístico que no suponga la desaparición de dichos espacios o 
arboledas. 
 
f) La división o segregación de terrenos en suelo no urbanizable que no sea objeto de 
régimen de protección especial alguna, o bien en suelo urbanizable no delimitado, en 
contra de las determinaciones de la presente ley. 
 
g) Los supuestos tipificados por el artículo 218.1.” 
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Artículo75 TRLUC. Infracciones urbanísticas leves. 
“Son infracciones urbanísticas leves: 
a) El incumplimiento, en suelo urbano y en suelo urbanizable delimitado, de las 
determinaciones urbanísticas sobre régimen de indivisibilidad de fincas y sobre 
edificación. 
 
b) La vulneración del ordenamiento jurídico urbanístico en suelo no urbanizable no 
sujeto a protección especial y en suelo urbanizable sin planeamiento parcial 
definitivamente aprobado, en los siguientes supuestos: 
Primero. En materia de uso del suelo y del subsuelo, si la actuación no comporta hacer 
edificaciones ni instalaciones fijas.” 
Segundo. En materia de edificación, si la actuación consiste en la construcción de 
elementos auxiliares o complementarios de un uso o una edificación preexistentes 
legalmente implantados. 
 
c) La vulneración, hasta un 10%, en suelo urbano o urbanizable delimitado, de los 
parámetros imperativos a que se refiere el artículo 213.c. 
 
d) El incumplimiento del deber de conservación de los terrenos, urbanizaciones, 
edificaciones, letreros e instalaciones en general en condiciones de salubridad y decoro 
público. 
 
e) Los actos a que se refieren los artículos 213 y 214 que sean legalizables y se ajusten 
a lo establecido por el artículo 216. 
 
f) Los actos de propaganda de urbanizaciones, por medio de anuncios, carteles, vallas 
publicitarias, folletos o cartas, por medios informáticos o por cualquier otro sistema de 
divulgación o difusión que no expresen los datos referentes a la aprobación del 
correspondiente instrumento de planeamiento o que incluyan indicaciones susceptibles 
de inducir a error a los consumidores. 
 
g) La tala o abatimiento de árboles sin la correspondiente licencia urbanística, si lo 
exigen el planeamiento urbanístico o las ordenanzas municipales. 
 
h) Los actos de parcelación, urbanización, edificación o uso del suelo conformes a la 
legislación y el planeamiento urbanísticos que se lleven a cabo sin el título administrativo 
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habilitante pertinente, sin efectuar la comunicación previa en sustitución de la licencia 
urbanística requerida o sin ajustarse a su contenido.” 
 
En función de la infracción podemos tener unos atenuantes relativos a la gravedad de la 
infracción y a las circunstancias que modulen la responsabilidad. 
 
En el caso de que una sola acción u omisión sea constitutiva de dos o más infracciones 
urbanísticas o, aunque solo sea constitutiva de una infracción urbanística, se configure como 
el medio necesario utilizado para cometer otra infracción urbanística, la persona responsable 
ha de ser sancionada de conformidad con la infracción más grave establecida. 
En caso de que se incoe un solo procedimiento en relación con diversas acciones u 
omisiones que sean constitutivas de diversas infracciones urbanísticas, no conectadas entre 
sí en los términos que regula el apartado anterior, la persona responsable ha de ser 
sancionada acumulativamente por cada infracción urbanística cometida. 
 
 
6.2 POTESTADES SANCIONADORAS. 
 
En el supuesto de que la potestad de protección de la legalidad urbanística sea ejercida por 
la administración municipal (ayuntamientos), los órganos competentes para resolver en los 
procedimientos sancionadores son los siguientes: 
 
- El alcalde o alcaldesa, en el caso de infracciones leves y graves. 
- El pleno del ayuntamiento, en el caso de infracciones muy graves. 
 
En el caso de que la potestad de protección de la legalidad urbanística sea ejercida por los 
órganos del departamento competente en materia de urbanismo, tienen competencia para 
resolver sobre el procedimiento sancionador: 
 
- El director o directora general competente en materia de urbanismo, en el caso de que la 
multa puesta sea inferior a 600.00 euros. 
- El consejero o consejera competente en materia de urbanismo, en el caso de que la multa 
propuesta sea igual o superior a 600.00 euros. 
 
Los órganos competentes para resolver sobre los procedimientos sancionadores también lo 
son para ordenar en el mismo procedimiento las medidas de restauración de la realidad 
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física alterada y del orden jurídico vulnerado. Si las medidas de restauración se adoptan en 
procedimientos distintos de los procedimientos sancionadores, los órganos competentes 
para ordenarlas son el alcalde o alcaldesa, si la administración municipal ejerce la potestad 
de protección de la legalidad urbanística, y el director o directora general competente en 
materia de urbanismo, si es la Generalitat quien ejerce la potestad. 
 
 
6.3 PRESCRIPCIÓN DE INFRACCIONES Y DE SANCIONES URBANÍSTICAS.  
 
1. Las infracciones urbanísticas muy graves prescriben a los seis años, las graves 
prescriben a los cuatro años y las leves prescriben a los dos años. 
 
2. El plazo de prescripción fijado por el apartado 1 empieza a contar el día en que se ha 
cometido la infracción, salvo los casos en que persista de forma continuada  la conducta 
constitutiva de infracción o en los casos en que el hecho único constitutivo de infracción 
se prolongue en el tiempo. En estos casos el plazo de prescripción se computa a partir de 
la finalización o el cese de la actividad ilícita. 
 
3. Las sanciones impuestas por la comisión de infracciones urbanísticas prescriben a los 
tres años si son muy graves, a los dos años si son graves y al año si son leves. 
 
4. No obstante lo dispuesto por los apartados 1, 2 y 3, las infracciones urbanísticas 
cometidas en terrenos que el planeamiento urbanístico destina al sistema urbanístico de 
espacios libres públicos o al sistema viario, o clasifica o tiene que clasificar como suelo 
no urbanizable en virtud de lo dispuesto por el artículo 32.a no prescriben nunca, como 
tampoco prescriben las sanciones impuestas por las infracciones urbanísticas cometidas 
en los terrenos así o clasificados. 
 
5. En los supuestos regulados por el artículo 216.1, los plazos de prescripción de la 
infracción y las reglas de competencia de aplicación son los correspondientes a la 
gravedad de la infracción originaria. 
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SEGUNDA PARTE 
7. EXPEDIENTES DE LA PROTECCIÓN DE LA LEGALIDAD URBANÍSTICA. 
 
El presente trabajo está estructurado en dos partes. La primera parte, donde se ha 
pretendido recoger las reseñas de los conceptos principales y básicos en materia de 
Protección de la Legalidad Urbanística, así como un breve análisis de su procedimiento 
administrativo, la actividad inspectora  y los específicos procedimientos de protección de la 
legalidad. Si bien esta parte ha sido puramente teórica, se ha considerado en este análisis 
hacer una segunda parte con un carácter más práctico y clarificador del procedimiento de 
los expedientes. 
 
A continuación se hace referencia al trabajo desarrollado en el prácticum, referente al 
seguimiento de los expedientes de Protección de la Legalidad Urbanística, dentro del  Área 
de vivienda y Urbanismo, del ayuntamiento de Corbera de Llobregat. 
 
Refiriéndonos a la primera parte de este proyecto explicado anteriormente, las competencias 
urbanísticas corresponden a la administración de la Generalitat, a los municipios y 
comarcas. En referencia a los ayuntamientos, éstos ejercen sus competencias urbanísticas 
en los términos establecidos por la legislación local y urbanística, a través de los tres 
órganos municipales: 
 
- El Alcalde. 
- La junta de gobierno local. 
- El pleno. 
 
El planeamiento urbanístico establecido en Corbera de Llobregat es el Plan General de 
Ordenación Urbana, que constituye el primer instrumento urbanístico de ordenación integral 
del territorio, aprobado definitivamente por la Comisión de Urbanismo de Barcelona en 
sesión de fecha 14 de enero de 1987. El redactado de las normas urbanísticas establecido 
actualmente que se corresponden al texto de su primera revisión que ha estado vigente 
durante diez años fue aprobado definitivamente por la Comisión de Urbanismo de Barcelona 
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El municipio de Corbera de Llobregat está situado en la margen derecho, del río Llobregat, a 
342 metros sobre el nivel del mar. El término municipal se extiende hasta la cadena 
septentrional de la sierra Ordal, el pico del Ordal con 583 metros sobre el nivel del mar y el 
Puig d’Agulles con 652 metros sobre el nivel del mar. 
Corbera de Llobregat está rodeada de las siguientes poblaciones: Gélida, Castellbisbal, 
Castellví de Rosanes, San Andrés de la Barca, Pallejá, La Palma de Cervelló y Cervelló. Y 
constituido por una treintena de urbanizaciones. Cabe destacar que para el ayuntamiento 
L’Amunt y Can Mariscot están considerados como barrios y Socies como un núcleo 
diseminado de viviendas. 
 
NÚCLEO URBANO 
• Ca n'Armengol 
• Can Canonge 
• Can Coll 
• Can Llopard 
• Can Lluís 
• Can Margarit 
• Can Montmany 
• Can Moriscot 
• Can Palet 
• Can Planes 
• Can Rigol 
• El Bonrepòs 
• El Mirador 
• Els Herbatges 
• Els Guixots 
• L'Amunt  
• La Casa Cremada 
• La Creu de L'Aragall  
• La Creu de L'Aragall Júnior 
• La Creu Nova 
• La Creu Sussalba 
• La Servera  
• La Soleia  
• Les Cases Pairals 
• Les Parretes  
• Mas d'en Puig  
• Sant Cristòfol 
• Santa Maria de la Vall  
Área de Régimen Interior 
 
Área de Finanzas 
3ª Tenencia de Alcaldía 
Urbanismo y Vivienda 
Vía Pública 




Bienestar Social y Gente Mayor 




Cooperación y Solidaridad. 
Seguridad Ciudadana y Movilidad. 
Desarrollo Económico 
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Imagen. 7.1. TERMINO MUNICIPAL. CORBERA DE LLOBREGAT.
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El seguimiento de las posibles ilegalidades se realiza a través de unas series de 
instrumentos de control en donde se ponen en relación una serie de servicios municipales, 
integrados por los técnicos del área de urbanismo y el Cuerpo de Policía Municipal. En el 
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Expedientes de Disciplina Urbanística,  fundamento establecido para el restablecimiento de 
la legalidad urbanística infringida, iniciado en supuestos en lo que se prevé la posible 
comisión de ilegalidades urbanísticas. 
 
Resumen del número de expediente por año (periodo de prácticas): 
 
Disciplina Urbanística 
Actuaciones 2014 2013 2012 2011 2010 2009 
Expedientes en tramitación 4 8 7 - - 1 
Expedientes archivados 1 3 1 - - - 
Expedientes de oficio 4 8 4 - - 1 
Expedientes por denuncia - - - - - - 
 
 
A continuación se explican dos expedientes de Disciplina Urbanística, de los cuales se ha 
tenido autorización para hacer referencia solo de aquellos los cuales ya han sido finalizados, 
también se hace mucho hincapié a los efectos de Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 
diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal (Cambio denominación por artículo 
79 Ley 62/2003, de 30 de noviembre: Las referencias a la Agencia de Protección de Datos 
deberán entenderse realizadas a la Agencia Española de Protección de Datos), ley que 
garantiza y protege el tratamiento de los datos personales, las libertades públicas y 
derechos fundamentales de las persona físicas,  viéndonos obligados en omitir todo dato de 
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7.1 PROCEDIMIENTO RESTAURACIÓN. OBRAS EN CURSO. 
 
Antecedentes. 
Este expediente ha sido abierto de oficio, debido a  unas obras sin licencia, consistentes a la 
reforma y ampliación de una vivienda unifamiliar.  
 
Hechos. 
El Técnico municipal con potestad inspectora observa el día 21 de enero de 2014 desde la 
vía pública la ejecución de unas obras de reformas en curso, y  el mismo día emite un 
informe técnico (Véase Anexo 10.1) en el cual deja constancia que en los Servicios Técnicos 
Municipales no consta presentada por el presunto responsable ninguna documentación 
sobre licencia de obras y/o autorización de obras relativas a las actuaciones que se estaban 
realizando en dicha vivienda. 
 
Fundamentos de Derecho. 
Según lo establecido en el Art. 187 TRLUC, las obras de construcción de edificación de 
nueva planta y las de ampliación, reforma, modificación o rehabilitación de edificios, 
construcciones o instalaciones ya existentes, así como el cambio de uso de los edificios y 
las instalaciones,  requieren de licencia urbanística previa, siempre que los actos a ejecutar 
sean legalizables. 
 
El Art. 205 TRLUC establece que la administración correspondiente debe de incoar el 
procedimiento de protección de la legalidad urbanística en relación con los actos de 
edificación o de uso del suelo y del subsuelo que se efectúan sin el título administrativo que 
habilita para llevar a cabo o sin la comunicación previa requerida, o los que no se ajusten al 
contenido del título administrativo otorgado o de la comunicación previa efectuada. 
 
Las Normas Urbanísticas del Plan General de Ordenación Urbana de Corbera de Llobregat, 
establecen en el primer apartado Art. 34 PGO que, se requerirá la presentación de un 
proyecto técnico para ejecutar las obras de edificación, de construcción, de reforma, de 
reparación o de rehabilitación que alteren la estructura o el aspecto exterior o afecten la 
seguridad de las construcciones existentes.  
 
Consultado el  Plan General y plano núm. 16-29 de calificación del suelo de Revisión del 
Plan General de Ordenación del Ayuntamiento de Corbera de Llobregat, la edificación se 
encuentra calificada de zona unifamiliar aislada, subzona A3 (Art.153 PGO), se destaca 
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entre otros parámetros, que la separación mínima a viales deben de ser de 10 metros. 
 
Tabla 7.1.1. CONDICIONES DE EDIFICACIÓN. 
 a.1 a.2 a.3 a.4 
Parcela mínima 250m2 500m2 1000m2 2000m2 
Ocupación máxima de parcela 40% 30% 20% 10% 
Altura reguladora máxima 6,15 9,15 9,15 9,15 
Número de plantas PB+P PB+2P PB+2P PB+2P 
Separaciones 
mínimas 
A viales y entre 
edificación 
3m 6m 10m 15m 
Otros límites 2m 3m 5m 8m 
% ocupación construcciones auxiliares 
altura no 
5% 3% 2% 
 3,30 m 3,30m 3,30m 




























 Imagen. 7.1.2 .Edificación Exp.  DU. XX/14. INFORME TÉCNICO. (ANEXO 10.1).
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    Imagen. 7.1.3. Edificación Exp. DU. XX/14. CALIFICACIÓN URBANÍSTICA. PLANO 16-29 DEL PGOU. 
 
    Imagen. 7.1.4. Edificación Exp. DU. XX/14.  GOOGLE MAPS EL 13/05/2014. 
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    Imagen. 7.1.5. Edificación Exp. DU. XX/14. VIVIENDA ANTES DEL AÑO 2014. GOOGLE MAPS 13/05/2014. 
 
En consecuencia, de acuerdo a lo establecido en el Art. 187 TRLUC, y atendiendo a lo 
especificado en los Arts. 34 y 153 de las Normas Urbanísticas del Plan General de Corbera 
de Llobregat, el técnico pide al presunto responsable que justifique mediante un certificado 
firmado por un técnico competente (como prueba documental), la separación  mínima 
existente entre la ampliación de la edificación que se pretende realizar y el vial. Teniendo en 
cuenta que si la separación es inferior a 10 metros, se deberá desistir a la ampliación de la 
edificación y proceder a la retirada del actual cerramiento que se está construyendo. 
Igualmente, en el supuesto de que las obras sean legalizables, en el plazo máximo de 2 
meses, la propiedad debe aportar las siguientes documentaciones:  
 
- Solicitud de licencia de obras firmada por el solicitante. (Impreso que se puede recoger 
en la Oficina de Atención al Ciudadano (OAC)). 
- Proyecto Técnico por duplicado, firmado y visado por el técnico competente (debe de 
incluir memoria, planos y presupuesto). 
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A los efectos de las actuaciones previas, inspección e incoación, para poder iniciar el 
expediente, hacemos consulta en la Gestión Integral del Padrón, para poder notificar al 
interesado/a. La notificación es emitida a todos los titulares de la propiedad. 
 
         Imagen. 7.1.6. Edificación Exp. XX/14. GESTIÓN INTEGRAL DEL PADRÓN.  
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trascribe a continuación (...) (Véase Anexo 10.1) 
 
Dado el informe emitido por la Secretaria General del ayuntamiento de 






PRIMERO. Incoar el procedimiento de la legalidad urbanística con 
número de expediente DU XX/14 contra INTERESADO, en relación a 
les obras que se está ejecutando en la C/xxxx (polígono # parcela # ) de 
la urbanización La Creu Aragall, consistente en la reforma y ampliación 
de una vivienda. 
 
SEGUNDO. Ordenar la suspensión provisional e inmediata de les 
actuaciones descritas y que se están ejecutando sin  licencia municipal. 
 
TERCERO. Otorgar un trámite de audiencia de 15 días per tal que 
pueda formular las alegaciones que crea oportunas, de acuerdo con el 
artículo 84.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de les Administraciones Publicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, ofreciendo la atención del área de urbanismo 
para cualquier aclaración. 
 
CUARTO. Advertir al interesado que en el periodo de 15 días deberá 
justificar, mediante un certificado firmado por un técnico competente, la 
separación mínima existente entre la ampliación de la edificación que se 
pretende realizar y el vial (C/xxxx). Si la separación es inferior a 10 
metres tendrá que proceder en el periodo de un mes a restablecer  la 
realidad física alterada, consistente en la retirada del cerramiento que 
se está realizando. Aún así advertir al interesado que, de acuerdo con el 
informe emitido por el arquitecto en caso que las obras sean 
legalizables, en el periodo de dos meses deberá de solicitar licencia de 
obras por la reforma y aplicación de la vivienda 
Corbera de Llobregat 22 de enero de 2014” 
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La notificación del decreto de incoación Decreto 77/2014 fue enviada a la propiedad el día 
28 de enero de 2014 con Registro de Salida 2014/xxx y recibida por la propiedad el día 8 de 
febrero de 2014. (Véase Anexo 10.3) 
Siguiendo el procedimiento, el ayuntamiento debería hacer la ratificación de la suspensión 
de las obras, durante los 15 días posteriores al vencimiento del plazo de audiencia dado, 
pero no se da el caso.  
 
Enero 2014     Febrero 2014 
D  L  M  X  J  V  S     D  L  M  X  J  V  S 
         1  2  3  4                       1 
5  6  7  8  9  10  11     2  3  4  5  6  7  8 
12  13  14  15  16  17  18     9  101  112  123  134  145  156 
19  20  21  22  23  24  25     16  177  188  199  2010 2111 2212 
26  27  28  29  30  31        23  2413 2514 2615 27  28    
                                            
  
El propietario de la edificación presenta un escrito el día 21/02/2014 con Registro de Entrada 
2014/XXX, en el cual expone que, una vez recibido la notificación del Expediente DU 
XX/2014 del Decreto 77/2014, y tras la consulta realizada a su Arquitecto Técnico, y toma de 
medidas a la distancias de lindes, éste determina que debe: 
 
“(…) 
Proceder al derribo de la pared levantada dentro de los 10 metros de 
separación de lindes, en la zona de la tarraza. 
 
Pedir la oportuna licencia para el resto de paredes perimétricas, en 
documentación a parte de este escrito y con los documentos 
correspondientes. (…)” 
 
(Véase Anexo 10.4) 
 
Dado que el propietario de la edificación presenta el escrito anteriormente transcrito, en el 
cual expone la intención de proceder a retirar el muro de cierre de obra vista ilegalizable, el 
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Registro de entrada: xxx 
Hechos: Obras sin licencia consistentes en la reforma y ampliación 
de una vivienda unifamiliar aislada. 
Emplazamiento edificación: C. xx, urb . La Creu de l’Aragall (polígono 
x parcela xxx ) 




El 22.01.2014 y según decreto de Alcaldía núm. 1 se incoó el 
procedimiento de la legalidad urbanística con núm. de expediente 
DU1/14 contra la propiedad de la parcela situada en la calle de xx, urb. 
La Creu de l’Aragall (polígono x parcela xxx) para la ampliación de la 
vivienda unifamiliar aislada. Las obras de ampliación de la edificación 
principal existente en la parcela consisten en la creación de un espacio 
que no respeta las separaciones mínimas a fachada de vial (10 metros). 
 
El 21.02.2014 el […]  presenta un escrito en este Ayuntamiento, con 
registro de entrada xxx, donde expone, entre otras consideraciones, la 
intención de proceder a la retirada del muro de cierre de obra vista que 
puede conllevar la creación de un nuevo espacio no legalizable en el 
volumen disconforme existente. 
Atendiendo a la magnitud y poca entidad de las obras iniciadas, y dado 
que se trata de un cierre que no supera los 4 metros de longitud y unos 
2 metros de altura propongo otorgar un plazo de 15 días para proceder 
a su retirada. Una vez se haya procedido a la retirada del cierre, es 
necesario que la propiedad lo notifique por escrito a este Ayuntamiento. 
 
Entrego el informe emitido a Secretaría a los efectos oportunos. 
Corbera de Llobregat, 24 de febrero de 2014 
El arquitecto técnico municipal” 
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El mismo día 21 de enero de 2014 el interesado presenta documentación para pedir la 
licencia de obra (Véase Anexo 10.5.) con Registro de Entrada 2014/XX para realizar un 
aislamiento térmico de la vivienda y dar un acabado final a la fachada, y el día 24 de febrero 
de 2014 el Arquitecto Técnico Municipal emite informe que se transcribe a continuación: 
 
INFORME   EN RELACIÓN A LA SOLICITUD DE LICENCIA DE OBRAS 
 
 
“Solicitud de obras ya iniciadas 
 
Fecha: 21.02.2014 
Núm. de registro: xxx 
Solicitante: Montse xxx 
Expediente de obras: 7/14 
Obra solicitada: Aislar térmicamente la vivienda y dar un acabado 
final a la fachada. Reparación de goteras en cubierta 
Emplazamiento: C. xxx, urb. La Creu de l’Aragall (polígono x parcela 
xxx ) 
Exp. de disciplina urbanística: XX/14 
 
Informe 
El abajo firmante en cumplimiento de lo ordenado por la Alcaldía informo 
que el proyecto de obras presentado se ajusta a las normas 
urbanísticas de esta localidad, quedando sujeto al cumplimiento de las 
condiciones particulares siguientes: 
 
1. La presente licencia de obras consisten en aislar térmicamente la 
vivienda existente, dar acabado final a la fachada y reparar la cubierta 
para evitar goteras. Las obras no afectarán a elementos estructurales 
del edificio. La vivienda unifamiliar aislada se trata de un volumen 
disconforme. Las obras no comportan la creación de ningún espacio 
consistente en el aumento de volumen de la vivienda. 
 
2. Antes de iniciar las obras se debe presentar la declaración de 
responsabilidad del contratista. 
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(Hoja de declaración de alta censal modelo 036.) 
 
3. En cumplimiento del artículo 34 de las Normas urbanísticas, se advierte 
que para la instalación de puentes, andamios y similares a partir de 4 
metros de altura, será necesaria la asume de un técnico. 
 
4. El retirada de escombros y basuras que pudieran generarse durante la 
obra, correrán a cargo del interesado y no se podrán hacer vertidos de 
escombros en lugares no autorizados. En caso de ocupar la vía pública, 
deberá solicitar el permiso correspondiente. 
 
5. Cualquier obra auxiliar no contemplada en la licencia de obras se 
deberá tramitar en solicitud de licencia aparte. 
 
6. Se fija una fianza de bienes en riesgo de destrucción de 300 euros 
 
Base imponible: 3.000,00 € ( * ) 
( * ) Presupuesto declarado por el solicitante. 
 
Se pone en conocimiento de Secretaría para que se proceda, en su 
caso, su tramitación con el procedimiento y el plazo legal establecido. 
 
Corbera de Llobregat, 24 de febrero de 2014 
El arquitecto técnico municipal” 
 
En base a los informes anteriormente transcritos en relación a la solicitud de licencia de 
obras, se abre un expediente de obra.  
El  día 5 de marzo de 2014, mediante el Decreto 412/2014 se le concede al propietario 
licencia de obras (Expediente 7/14) para la reforma de la vivienda.  
(Nota: En este expediente de disciplina, no se documentarán los expedientes del Dpto. de 
Obras.)  
 
El 19 de marzo el propietario presenta un escrito (Véase Anexo 10.6), donde expone que 
tras haber informado anteriormente el derribo de la pared en la zona de la terraza, adjunta 
foto de la eliminación de la pared. Y solicita, que sea cerrado el expediente de disciplina 
urbanística, y que no se proceda a apertura de expediente sancionador. 
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El 25 de marzo de 2014, el arquitecto técnico municipal emite un informe el cual se 
transcribe a continuación: 
 
INFORME  EN RELACIÓN AL EXPEDIENTE DE DISCIPLINA 
  
“Solicitud visita de inspección 
Solicitante: xxx 
Fecha: 19.03.2014 (24.04.2014) 
Registro de entrada: xxx 
Expediente de disciplina urbanística: XX/14 
 
Informe 
El 22.01.2014 y según decreto de Alcaldía núm. 77 se incoó el 
procedimiento de la legalidad urbanística con núm. de expediente DU 
XX/14 contra la propiedad de la parcela situada en el calle, urb. La Creu 
de l’Aragall (polígono x parcela xxx) para la ampliación de la vivienda 
unifamiliar aislada. Las obras de ampliación de la edificación principal 
existente en la parcela consistían en la creación de un espacio que no 
respetaba las separaciones mínimas a fachada de vial (10 metros). 
 
El 19.03.2014 […] presenta en este Ayuntamiento, con registro de 
entrada xxx, un escrito con fotografías donde acredita haber retirado el 
muro de cierre de obra vista que podía comportar la creación de un 
nuevo espacio no legalizable de la vivienda unifamiliar aislada en la 
parcela antes mencionada. 
 
El 25.03.2014  se ha realizado visita de inspección a la parcela de 
referencia y se ha podido constatar que SÍ han realizado los trabajos 
consistentes en la retirada del muro de cerramiento por lo que lo informo 
a los efectos oportunos. Se adjuntan al informe dos fotografías, una de 
fecha 24.02.2014 y otra de fecha 25.03.2014. 
 
Corbera de Llobregat, 25 de marzo de 2014 
El arquitecto técnico municipal” 
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Imagen. 7.1.8. Edificación Exp. XX/14. RESTAURADA LA REALIDAD FÍSICA ALTERADA. INFORME. 
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El 23 de abril de 2014 se le notifica al interesado el archivo del expediente de disciplina 
urbanística (Véase Anexo 10.7) el Decreto 613/2014 de 31 de marzo de 2014 que se 








DU XX/14 RR 
Mediante el Decreto 1/ 2014, de 22 de enero de 2014 , se incoó el 
procedimiento de protección de la legalidad urbanística hacia […],  por 
las obras ejecutadas en la C / xxx ,( polígono x parcela xxx ) de la 
urbanización La Creu de l’ Aragall, realizadas sin licencia o sin ajustarse 
consistentes en la reforma ( aislar térmicamente la vivienda , dar un 
acabado final en la fachada y reparar goteras de la cubierta ) y 
ampliación de la vivienda (creación de un espacio que no respeta las 
separaciones mínimas). 
 
El 5 de marzo de 2014 mediante Decreto 412/2014 se concede licencia 
de obras para la reforma de la vivienda consistente en aislar 
térmicamente la vivienda, dar un acabado final a la fachada y reparar 
goteras de la cubierta (Expediente 7/14). 
 
El arquitecto técnico municipal efectúa el 25 de marzo de 2014 una 
visita inspección a la parcela y el mismo día informa que se han 
realizado los trabajos consistentes en la retirada del espacio que no 
respeta las separaciones mínimas. 
 




PRIMERO. Archivar el expediente relativo a la restauración de la 
legalidad urbanística incoado por la ejecución sin licencia (o sin 
ajustarse a ella) de las obras consistentes en la reforma (aislar 
térmicamente la vivienda, dar un acabado final a la fachada y reparar 
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goteras de la cubierta) y ampliación de la vivienda (creación de un 
espacio que no respeta las separaciones mínimas). Todo ello, sin 
perjuicio de la incoación del correspondiente expediente sancionador 
como consecuencia de haber ejecutado obras sin licencia. 
 
SEGUNDO. Notificar el contenido de esta resolución a todos aquellos 
que aparezcan como interesados en el expediente. 
 
Corbera de Llobregat, 31 de marzo de 2014 
Ante mí, 
 
            




El acuse de recibo de la notificación del Decreto 613/2014 llega al ayuntamiento el 2 de 
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7.2  PROCEDIMIENTO DE RESTAURACIÓN. OBRAS EJECUTADAS. 
 
Antecedentes. 
Este expediente ha sido abierto de oficio debido a unas obras sin licencia urbanística, 
consistentes en la construcción de dos muros de hormigón de contención de tierras, 
situados en la C/ XX Núm. XX y que corresponde a la parcela XX del polígono 2 de la 
urbanización de Can Margarit. 
 
Esta construcción proviene de una autorización de una licencia de obras, para la 
construcción de una vivienda unifamiliar aislada en el año 1995,  Expediente de Obra 77/95 
concedida el 4 de agosto de 1995 y aprobada por el Alcalde, con un plazo de caducidad 
hasta 11 de agosto de 1998. 
 
El 10 de diciembre de 1998, el propietario de la edificación entra una instancia en el 
ayuntamiento en la cual pide prorroga de la licencia. La construcción se encontraba al 85% 
del total de las obras contempladas en el proyecto quedando por ejecutar las obras 




El 15 de mayo de 2006 se realiza visita de inspección por parte de los Servicios Técnicos 
Municipales, en la parcela, XXX del polígono 2 de Can Margarit.  
De acuerdo con la visita efectuada por el Técnico Municiapal (Véase  Informe Técnico. 
Anexo 11.1), se observa que se están realizando obras sin licencia urbanísticas y que 
consisten en la construcción de dos muros de contención de tierras. 
 
Consultado el  Plan General y plano núm. 18-27 de calificación del suelo de Revisión del 
Plan General de Ordenación del Ayuntamiento de Corbera de Llobregat, la edificación se 
encuentra  en suelo Urbano Consolidado  y calificada de zona unifamiliar aislada, subzona 
A3 (Art.153 PGO). (Véase Imagen 7.2.13)  
La parte posterior de la parcela, una franja de 11 metros de ancho al largo del límite de la 
parcela vecina, y 18 metros de largo al límite de la otra parcela vecina se encuentra 
calificada como verde privado de parcela con la clave VPp en el cual no está permitido  bajo 
ningún concepto el uso de espacio ni la destrucción de las características paisajísticas y 
protección de la naturaleza. (Art 167 de las Normas Urbanísticas del Plan General). 
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Fundamentos de Derecho. 
El Art. 179.1 TRLUC, establece que las obras de construcción e instalaciones y los actos de 
transformación o utilización del suelo o del subsuelo, requieren de licencia urbanística 
previa. 
 
El Art. 179.2 (s) TRLUC, establece que las actuaciones que lo exija el planeamiento o las 
ordenanzas municipales están sujetas a licencia urbanísticas. 
 
El Art. 3424 de las Normas urbanísticas del Plan General de Ordenación especifica que se 
debe requerir la presentación de un Proyecto Técnico para la ejecución de obras y/o 
instalaciones. 
 
El Art. 191 TRLUC especifica que los actos de edificación, rehabilitación o de uso del suelo o 
subsuelo que se efectúen sin licencia, debe dar lugar a las actuaciones administrativas 
necesarias y/o a la incoación de un expediente de protección de la legalidad urbanística. 
 
Por tanto, cumpliendo las normativas anteriores descritas, se considera necesario proceder 
a requerir al propietario para que presente una solicitud de licencia urbanística de obras con 
Proyecto Técnico para la legalización de los muros  de contención, si estos son legalizables,  
previa incoación del expediente de protección de la legalidad urbanística.  
 
En el caso de que las obras ejecutadas puedan ser legalizables, según el procedimiento 
recogido en este Trabajo Final de Grado, apartado 4.4.2. Obras Ejecutadas, página 39, 
habrá que acreditar en el proyecto de legalización de les obras, que los actos realizados no 
invaden el espacio destinado a verde privado de parcela, con una estimación de 2 meses 
                                                
24 ARTÍCULO 34 PGO. Licencia de obras que requieren proyecto técnico.  
 
1. Se requerirá la presentación de un proyecto técnico para la ejecución de obras de edificación, de  construcción, de reforma, 
de reparación o de rehabilitación que alteren la estructura o al aspecto  exterior o afecten la seguridad de las construcciones 
existentes, y en todo caso para aquellas señaladas por el arte. 75.2 del ROAS.  
2. También será necesaria la presentación de proyecto técnico para la ejecución de las siguientes obras e instalaciones:  
- Construcción de barracas o quioscos para la exposición y venta.  
- Colocación de anuncios sobre la cubierta de edificios, o que afecten a la estructura de los mismos.  
- Instalación de marquesinas para comercios.  
- Construcción de puentes, andamios y similares a partir de cuatro metros de altura (sólo asume de técnico).  
- Recalcado de edificios para construir otros que dispongan de licencia.  
- Apuntalamiento de edificios. 
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para solicitar la licencia de legalización de los actos ejecutados. En el caso que las obras no 
sean legalizables habrá que proceder a la restauración de la realidad física alterada tal como 
establece el Art 189 TRLUC. 
 
 
Imagen. 7.2.9. Edificación Exp. YY/11.  VISITA SERVICIOS TÉCNICOS FECHA 15-05-2006. INFORME  
















Imagen. 7.2.10. Edificación Exp. YY/11. REALIDAD FÍSICA ALTERADA. INFORME TÉCNICO. 





































Imagen. 7.2.11. Edificación Exp. YY/11. REALIDAD FÍSICA ALTERADA. INFORME TÉCNICO. 
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    Imagen. 7.2.12. Edificación Exp. YY/11. GOOGLE MAPS 15/05/2014. UBICACIÓN DE EDIFICACIÓN. 
             
             
             
             
             
             
             
             
             
             
             
             
             
             
             
             
             
             
             
             
             
             
             
             
             
             
             
             
             
             
             
     
     Imagen. 7.2.13. Edificación Exp. YY/11. CALIFICACIÓN URBANÍSTICA. PLAN GENERAL DE 
ORDENACIÓN. PLANO 18-27 DE CALIFICACIÓN DEL SUELO. 
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Nota: Dado la complejidad de este expediente de disciplina, y a la vinculación de 
expedientes de obras y de primera ocupación los cuales fueron tramitados paralelamente, 
en adelante se irá haciendo referencia a las partes que intervienen y el tipo de expediente 
mediante colores. 
 






























AÑO 1995. LICENCIA DE OBRA 
AÑO 1998. PRORROGA LICENCIA DE OBRA 
 
(Pasado 8 años) 
AYUNTAMIENTO PRESUNTO RESPONSABLE (INTERESADO) 
PARTES QUE INTERVIENEN 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 
 
- Informe Técnico. 16/05/2006. 
Obras sin Licencia Urbanística 
Anexo 11.1 
 
- Decreto 1406/06. 31/05/2006.  
Requerimiento  solicitud de 
Licencia de Legalización de Obras. 
Anexo 11.2 
 
- Decreto 1716/07. 6/07/2007.  
Requerimiento solicitud  de 
Licencia de derribo de los muros. 
Anexo 11.11 
 
- Informe  Técnico.16/07/2007.  
Solicitud  Licencia de Derribo. 
Anexo 11.12 
 
- Decreto 1873/07. 20/07/207.  
Desestimación de  Recurso de 
Reposición referente al Decreto 
1128/07. Anexo 11.13  
 
- Entra  Recurso de Reposición   el 
31/07/2007 contra el Decreto 
1716/07. Anexo 11.14 
 
- Decreto 2698/07. 14/11/2007.  
Desestimación del Recurso de 
Reposición. Anexo 11.15 
 
- Instancia  solicitud  Licencia de 
Primera Ocupación.  R.E. 
12/09/2006.  Anexo 11.3 
 
- Informe Técnico. 27/09/2006.  
Deficiencias.  Anexo 11.4 
 
- Provisión de Alcaldía. 
Requerimiento  subsanación  
de las deficiencia. 29/09/06. 
Anexo 11.5 
 
- Instancia solicitud Licencia de 
Primera Ocupación. 
16/02/2007. Anexo 11.6 
 
- Informe Técnico. 8/03/2007.  
Informe desfavorable solicitud 
licencia de primera ocupación. 
Anexo 11.8 
 
- Decreto 1129/07.  04/05/2007 
Denegación solicitud de 
primera ocupación. Anexo 
11.10 
 
- Instancia  solicitud Licencia de 
Legalización.  R.E. 16/02/2007.  
Anexo 11.6 
 
- Informe Técnico. 7/03/2007.  
Informe desfavorable  solicitud 
legalización  de  muros.  Anexo 
11.7 
 
- Decreto 1128/07. 4/05/2007.  
Denegación de  la legalización. 
Anexo 11.9 
 
- Recurso de Reposición. 




EXPEDIENTE DE DISCIPLINA 
URBANÍSTICA 130/06 
EXPEDIENTE DE PRIMERA 
OCUPACIÓN 109/06 EXPEDIENTE DE OBRA  39/07 
FIN DE LA VÍA ADMINISTRATIVA. 
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Sentencia xxx/09. 10/06/09. 
 
(Pasado 2 años) 
AYUNTAMIENTO PRESUNTO RESPONSABLE (INTERESADO) 
PARTES QUE INTERVIENEN 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 
 
- Decreto 754/2011. 21/04/2011. 
Incoación de solicitud de Licencia 
derribo de los muros. Anexo 11.16 
 
- Instancia 22/06/2011. Solicitud 
reunión con Regidora de 
Urbanismo. Anexo 11.17 
 
- Decreto 1429/2011. 18/07/2014. 
Requerimiento  y solicitud de 
Licencia de derribo de los muros. 
Anexo 11.18 
 
- Interesado presenta Recurso de 
Reposición. 09/08/2011. Anexo 
11.19 
 
- Decreto 2067/2012. 14/11/2012. 
Archivo. Anexo 11.28 
 
 
- Solicitud comunicación previa. 
Licencia  de Primera 
Ocupación.  R.E. 19/07/2012.  
Anexo 11.23 
 
- Informe Técnico. 25/07/2012. 
Deficiencias. Anexo 11.24 
 
- Provisión de Alcaldía  
26/07/2012. Requerimiento de 
deficiencias. Anexo 11.25 
 
- Instancia conforme corrección 
de deficiencias. 05/09/2012. 
Anexo 11.26 
 
- Decreto 1726/2012. 
28/09/2012. Se concede 
Licencia de Primera 
Ocupación. Anexo 11.27 
 
 
- Solicitud Licencia de derribo.  R.E. 
21/11/2011.  Anexo 11.20 
 
- Informe Técnico. 12/12/2011. 
Solicitud de Licencia de derribo. 
Anexo 11.21 
 
- Decreto 2266/2011. 16/12/2011. 




EXPEDIENTE DE DISCIPLINA 
URBANÍSTICA 65/11 
EXPEDIENTE DE PRIMERA 
OCUPACIÓN DV41/12 EXPEDIENTE DE OBRA  171/11 
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A los efecto del informe técnico emitido por el Técnico Municipal el día 16 de mayo de 2006, 
(Véase Anexo 11.1) el día 31 de mayo de 2006 mediante el Decreto 1406/2006 (Véase 
Anexo 11.2), se le otorga 15 días de audiencia y se le requiere al propietario para que en el 
plazo improrrogable de 2 meses a contar a partir de la recepción de la notificación, proceda 
a solicitar la licencia de legalización de las obras ejecutadas sin la correspondiente licencia 
urbanística, y se le advierte que en el caso  de no hacerlo se le impondrá una multa 
coercitiva de 600 euros, y que el ayuntamiento puede proceder a la ejecución subsidiaria de 
las obras correspondientes, sin perjuicio de la incoación del expediente sancionador.  
 
El 12 de septiembre de 2006 el propietario de la edificación pide licencia de primera 
ocupación (Véase Anexo 11.3), haciendo caso omiso al Decreto 1406/2006 en el cual se le 
requería que procediera a la solicitud de la licencia de legalización de las obras ejecutadas 
sin licencia urbanística. 
 
El Técnico Municipal emite informe el día 27 de septiembre de 2006 (Véase Anexo 11.4), 
una vez consultado la solicitud de licencia de primera ocupación del interesado e 
inspeccionado la vivienda, observa deficiencias  tales como: 
 
- La Falta de declaración de alta catastral de la piscina existente en la zona posterior de la 
parcela, entre la edificación principal y la zona calificada como verde privado de la 
parcela (Clave VPp). 
 
- La construcción de dos muros de contención  de hormigón armado que no se 
encuentran grafiados en los planos del proyecto de obras. Estos muros se encuentran 
en la zona posterior de la parcela, invadiendo la zona calificada como verde privado.  
 
- Falta los planos  modificados, firmados y visados donde aparezcan grafiados los muros 
de contención, teniendo en cuenta que no se variará bajo ningún caso el uso de espacio 
verde ni se destruirán las características naturales y paisajísticas propias del terreno, 
Art. 16725 de las Normas Urbanísticas del Plan General. 
                                                
25 ARTÍCULO 167 PGO. DEFINICIÓN, CONDICIONES DE EDIFICACIÓN Y DE USO. 
 
1. Está constituido por espacios en interior de parcelas que conviene proteger o integrar en un ambiente o entorno a preservar. 
El Plan pretende asegurar la continuidad de las características actuales de estas partes de parcela. 
 
Esta denominación de Verde Privado de parcela no constituye ninguna " zona" en el sentido normal de la descripción 
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Atendiendo a las deficiencias informadas por el técnico, el 27 de septiembre de 2006, 
mediante la Provisión de Alcaldía con fecha 29 de septiembre de 2006 (Véase Anexo 11.5) 
se le informa al interesado lo que a continuación se transcribe: 
 
“ (…) 
PRIMERO: Suspender los plazos para la resolución de la solicitud 
presentada durante el plazo de 10 días hábiles a partir de la recepción 
de la notificación. 
 
SEGUNDO: Requerir al interesado que durante el plazo señalado 
proceda a las citadas deficiencias señaladas en el informe técnico. 
 
TERCERO: Transcurrido el periodo concedido sin haberse subsanado 
las deficiencia o pedido la ampliación del periodo para hacerlo, se le 
paralizará el procedimiento por su causa comenzando a transcurrir el 
periodo de caducidad de 3 meses. Art. 9226 Ley 30 /1992 LRJPC.(…)” 
                                                                                                                                                     
urbanística habitual  ya que se trata solamente de un espacio no ocupable por la edificación que se puede aplicar dentro de 
cualquier de las zonas propiamente dichas. 
 
 
2. No se permite la ubicación de la edificación principal ni el auxiliar de garaje y trastero, en esta zona, ni otras actuaciones en 
excavaciones y terraplenes que conlleven la destrucción o la transformación topográfica, de sus características naturales y 
paisajísticas propias. 
 
Pero sí se admitirá la ubicación de pequeñas construcciones auxiliares (máximo 10 m2) de apoyo del uso de recreo o de los 
trabajos de mantenimiento de la misma parcela. 
 
3. No se permite variar bajo ningún concepto el uso de espacio verde ni la destrucción de las características naturales y 
paisajísticas que sobrepasen el uso de recreo y tiempo de protección de la naturaleza que el motiva. 
 
4. La superficie incluida en el área calificada de VPp continuará generando edificabilidad para cada parcela, y no significará 
otra afectación, que la de límites de ubicación de la edificación tanto principal como auxiliar. 
Computará también los efectos de los parámetros urbanísticos de separaciones, parcela mínima e índice de edificabilidad. 
 
26 Artículo 92  LRJPAC. Requisitos y efectos. 
1. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, cuando se produzca su paralización por causa imputable al 
mismo, la Administración le advertirá que, transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del mismo. Consumido este 
plazo sin que el particular requerido realice las actividades necesarias para reanudar la tramitación, la Administración acordará 
el archivo de las actuaciones, notificándoselo al interesado. 
Contra la resolución que declare la caducidad procederán los recursos pertinentes. 
 
2. No podrá acordarse la caducidad por la simple inactividad del interesado en la cumplimentación de trámites, siempre que no 
sean indispensables para dictar resolución. Dicha inactividad no tendrá otro efecto que la pérdida de su derecho al referido 
trámite. 
 
3. La caducidad no producirá por sí sola la prescripción de las acciones del particular o de la Administración, pero los 
procedimientos caducados no interrumpirán el plazo de prescripción. 
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Notificada la Provisión de Alcaldía con fecha 24 de octubre de 2006. El 16 de febrero de 
2007 el interesado presenta documentación en el que solicita. 
 
1. Licencia de legalización de muros de contención. (Véase Anexo 11.6). 
2. Licencia de primera ocupación (Véase Anexo 11.6). 
 
En cuanto al punto número 1, Proyecto de legalización, se comprueba (Véase Imagen 
7.2.14, e Imagen 7.2.15) que los dos muros ejecutados y que se pretenden legalizar se 
encuentran, el primero de 13,70 metros de longitud  en verde privado de parcela, y el 
segundo de 17,50 metros de longitud, en parque urbano y por tanto las obras ejecutadas no 
son legalizable y se deben de derribar (Véase Informe Técnico. 7/03/2014. Anexo 11.7).  
 
En cuanto al punto número 2. El Técnico emite un Informe. (Véase Informe Técnico. 
8/03/2014.  Anexo 11.8). 
 
Se le notifica al interesado mediante el Decreto 1128/2007 de fecha 4 mayo de 2007  la 
denegación de la licencia de legalización de los muros de contención. (Véase Anexo 11.9) El 
mismo día se le notifica al interesado mediante el Decreto 1129/2007 la denegación de la 
licencia de primera ocupación. (Véase Anexo 11.10). 
 
 
Imagen. 7.2.14. Edificación Exp. YY/11. MURO DE HORMIGÓN CONSTRUIDO. PROYECTO DE 
LEGALIZACIÓN. 
                                                                                                                                                     
4. Podrá no ser aplicable la caducidad en el supuesto de que la cuestión suscitada afecte al interés general, o fuera conveniente 
sustanciarla para su definición y esclarecimiento. 
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El  6 de julio de 2007 con fecha de Registro de Salida 10 de julio de 2007, siguiendo el  
procedimiento administrativo del Expediente de Disciplina Urbanística, visto que los muros 
de contención ejecutados sin licencia de obras no eran legalizables,  mediante el Decreto 
1716/ 2007 (Véase Anexo 11.11), se le requiere al propietario para que en el plazo de 2 
meses, procediera  a  solicitar la licencia de derribo de los muros ejecutados sin licencia de 
obras y que no eran legalizables, y se le advierte que de no hacerlo así se le impondría una 
multa coercitiva de 600 euros. 
 
El día 4 de julio de 2007 el interesado presenta alegaciones en relación al decreto 
1128/2014 de fecha 4 de mayo de 2007 y recibido el 31 de mayo de 2007 en el cual se le 
denegaba la legalización de los muros de contención. A continuación se transcribe las 
alegaciones presentadas: 
 
“Uno de los muros, el que está más alejado de la calle, se encuentra en 
parque urbano, por lo cual deberá ser derribado. 
 
Que el muro más cercano a la calle, está dentro de la parcela, 
prácticamente en el linde posterior de la misma, por lo cual, según el 
primer escrito municipal de fecha 20 de septiembre de 2006, se dice 
explícitamente que al estar en verde privado es legalizable, si cumple 
con las alturas por debajo y por encima del terreno natural y además si 
se ajusta al art. 167 de las Normas Urbanísticas del Plan General en 
cuanto a que no se destruirán las características naturales y 
paisajísticas propias del uso de recreo.” 
 
El técnico municipal, una vez analizado lo alegado por el interesado emite un informe el 16 
de julio de 2007 en el cual determina que el interesado debe presentar licencia de derribo de 
los muros no legalizables, uno que se encuentra en parque urbano y el otro en verde privado 
de parcela. (Véase Informe Técnico. Anexo 11.12). 
 
El 20 de julio 2007 mediante el Decreto 1873/2007  (Véase Anexo 11.13) visto el informe 
emitido por el técnico municipal se le desestima el recurso presentado  por el interesado 
contra  el Decreto de Alcaldía a núm. 1128 de 4 de mayo de 2007, de denegación de la 
licencia de legalización de 2 muros de contención, por no ajustarse a la normativa. 
 
El 31 julio de 2007 el propietario de la parcela presenta recurso de reposición  (Véase Anexo 
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11.14) ante el alcalde contra el decreto 1716/07, en el cual pide que se tenga en cuenta toda 
la documentación presentada, para poder proceder a demoler el muro que está más alejado 
de la calle, el cual se encuentra en parque urbano y pide conservar el más cercano, ya que 
se encuentra en el linde posterior de la parcela. 
 
El 14 de noviembre, mediante el Decreto 2698/07 (Véase anexo 11.15), visto el recurso de 
reposición presentado por el interesado contra el decreto 1716/07, y dado que las obras de 
referencia son de carácter no legalizable, se le desestima el recurso de reposición 
presentado y se le vuelve a requerir para que en el plazo de dos meses contados desde la 
notificación, proceda a solicitar licencia de derribo de los  dos muros ejecutado sin licencia 
de obras, y se le advierte que en el caso de no hacerlo, se impondrá una multa de 600 
euros. 
 
Aquí finaliza la vía administrativa y comienza la vía judicial. Dado que la vía administrativa 
ya no tiene más recorrido y como la Protección de la Legalidad Urbanística es competencia 
de los municipios, ya no puede ir a la Generalitat ni a ningún sitio. Por tanto al estar 
disconforme con una resolución cabe una vía judicial. 
 
El interesado al no estar de acuerdo con la resolución del Decreto 2698/07, pone recurso 
contencioso administrativo delante del juzgado número 9 de Barcelona, habiéndosele 
advertido que contra la resolución del Decreto, quedaba agotada la vía administrativa y 
resuelve de reposición,  y que no cabía recurso en vía administrativa, por lo tanto pedía 
interponer recurso contencioso- administrativo ante juzgado contencioso administrativos de 
la provincia de Barcelona en el plazo de dos meses desde la notificación  de la resolución. 
 
 










 PARTE DEMANDADA 
AYUNTAMIENTO 
PARTE ACTORA 
 INTERESADO (PRESUNTO 
RESPONSABLE) 
PARTES QUE INTERVIENEN 
SENTENCIA XXX/09.  10/06/2009 
INICIO VÍA JUDICIAL 





En Barcelona a Diez de Junio de dos mil nueve. 
 
Vistos por la Ilma. Sra xxxxx xxxxx xxxxx, Magistrado-Juez del juzgado 
de lo Contencioso- adminsitrativo Nº9 de Barcelona los presentes autos 
instados por el Procurador xxxxxxx xxxxx en nombre y representación 
de xxxx xxxxxx xxxx contra las Resoluciones del Ayuntamiento de 
Corbera de Llobregat de 20 de Julio de 2.007 y 14 de noviembre de 
2.007 en base a los siguientes; 
 
ANTECEDENTES DE HECHO 
 
PRIMERO Con fecha 28 de Diciembre de 2.007 tuvo en el Juzgado 
Decano de esta Ciudad, escrito de interposición de recurso contencioso-
administrativo suscrito  por la parte actora, en el que tras concretar la 
resolución objeto de recurso solicitó se tuviese el mismo por interpuesto 
en plazo. 
 
SEGUNDO Tras la reclamación del expediente, se formalizó la 
demanda por parte actora en base a los hechos y fundamentos de 
Derecho contenidos en la misma y posterior contestación del 
Ayuntamiento de Corbera de Llobregat a través de su representación 
letrada que se opuso a las pretensiones de la actora según es de ver de 
los argumentos recogidos en su escrito solicitando la confirmación del 
acto administrativo recurrido. 
Por  Auto de 15 de Septiembre de 2.008 se fijó la cuantía del 
procedimiento en indeterminada habiendo lugar a recibir el mismo a 
prueba, practicándose aquella que fue admitida de la propuesta por las 
partes y cuyo resultado figura en autos. 
 
TERCERO  En la tramitación del procedimiento se han observado las 
prescripciones legales. 
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FUNDAMENTOS JURÍDICOS 
 
PRIMERO  Para el enjuiciamiento del presente recurso, es necesario 
partir del hecho de la transformación que ha sufrido la jurisdicción 
contencioso administrativa con la publicación de la ley 29/98 de 13 de 
Julio que supone la definitiva supresión de la concepción meramente 
revisora de esta especialidad jurisdicción, la cual se transforma en el 
instrumento idóneo para lograr el futuro control por los Tribunales de la 
legalidad de la actuación administrativa y pleno desarrollo del 
fundamental derecho a la tutela judicial efectiva de las personas en este 
ámbito.   
 
El presente recurso contencioso-administrativo tiene por objeto las 
Resoluciones del Ayuntamiento de Corbera de Llobregat de 20 de 
Julio y 14 de noviembre de 2.007 respectivamente, en virtud de las 
cuales se confirma la denegación de la licencia urbanística para la 
legalización de dos muros de contención solicitada por el 
recurrente y se confirma el requerimiento realizado al mismo para 
que en el plazo de dos meses procediera a solicitar licencia de 
derribo de los muros ejecutados sin licencia de obras 
precisamente por no ser legalizable. 
 
Queda por tanto circunscrito el objeto del procedimiento a los dos 
muros de contención construidos por el recurrente en la finca 
mencionada. 
Se opone éste a los actos administrativos denegatorios de la licencia 
de legalización y al requerimiento de solicitud de licencia para proceder 
al derribo en base a una serie de argumentos que pueden resumirse en 
el hecho de que los muros son legalizables al encontrarse 
completamente adaptados al terreno natural y permiten el uso de 
espacio verde, cumpliendo una función de protección de la naturaleza 
y de adaptación geográfica topográfica fijada en la normativa según lo 
establecido en el artículo 167 de las Normas Urbanísticas del Plan 
General. 
Por otra parte, no sobrepasan los tres metros de altura en la parte 
vista o visible y tenían una altura inferior a un metro sobre la cota 
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del terreno natural. 
De igual manera, ni podía desconocerse que la supresión de los 
muros podía acarrear problemas para la seguridad y salubridad de la 
vivienda del Sr xxxx ya que por efecto de la lluvia, podrían producirse 
aludes de tierra sobre la misma afectando a su estabilidad.     
En realidad lo único que se hizo fue adoptar una medida que sin 
alterar las características geográficas del lugar previniera  los graves 
perjuicios ocasionados cada vez que llueve. 
Se había aceptado proceder al derribo de uno de los muros, el más 
alejado, lo cual se indicó en el expediente administrativo, lo que pone de 
manifiesto la buena fé y voluntad del demandante en orden a cumplir la 
normativa.  
Por el contrario, la Administración demandada indica que atendida 
la normativa urbanística, lo cierto era que no podía procederse a la 
construcción de los citados muros que invadían suelo destinado a 
parque urbano (el más alejado de la vivienda) o que se situaban en 
suelo no urbanizable y verde privado (como era el segundo) 
Por tanto se estimaba que con independencia de la finalidad 
perseguida con la construcción, legalmente la misma no estaba 
permitida razón por la cual además de denegarse la licencia se 
requirió al actor para que procediese al derribo previo 
cumplimiento de los trámites necesarios como la solicitud de 
licencia. 
 
SEGUNDO  Del examen del expediente administrativo resulta que en 
fecha 16-5-06 se emitió informe por el arquitecto técnico municipal 
a raíz de visita de inspección llevada a cabo el 15-5-06  en la parcela 
del recurrente, en la que se constató la realización de obras sin la 
correspondiente licencia entre las cuales se citaban las llevadas en la 
parte posterior y que se concretaban en la construcción de dos muros 
de contención de tierras. 
Se requirió al demandante para que procediera a la legalización de 
dichas obras y presentada la correspondiente solicitud, la misma fue 
informada desfavorablemente el 7-3-07 por el arquitecto municipal ya 
que a la vista de la escritura de compraventa de la finca, resultaba que 
uno de los muros de 13’70 metros se encontraba en verde privado de 
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parcela, y el segundo de 17’50 metros estaba en parque urbano razón 
por la cual las obras no podían ser legalizable. 
A la vista de este informe no sólo se denegó la licencia sino que se 
requirió al interesado para que procediera al derribo previa 
solicitud de la licencia correspondiente. 
Con el escrito de contestación, se aportó un informe de 25-7-08 emitido 
por el arquitecto municipal en el que se confirma que uno de los muros 
está emplazado en parque urbano vulnerado lo establecido en el 
artículo 202 del DL 1/2005 y el otro se sitúa en verde privado de parcela 
que de conformidad con lo establecido en el artículo 167 de las Normas 
Urbanísticas, no permite por lo que aquí respecta, actuaciones en 
excavaciones o terraplenes que comporten destrucción o alteración 
topográfica de las características naturales y paisajísticas propias de la 
parcela. 
Como Documento Nº6 del escrito de interposición de recurso se 
acompañaba por la parte recurrente el proyecto de legalización 
elaborado por el arquitecto técnico Sr. Xxx en el que se contiene una 
descripción de los muros de contención, sus características 
constructivas así como el  certificado de solidez. 
Si bien no se duda de los extremos contenidos en dicho proyecto que 
son reproducidos posteriormente en el escrito de demanda, lo cierto es 
que no se hace en el mismo mención a la concreta ubicación de los 
muros ni a la calificación urbanística del terreno lo cual es 
sumamente importante a la hora de determinar si procede otorgar 
o no la licencia solicitada y si en consecuencia unas obras 
ejecutadas inicialmente sin licencia pueden legalizarse. 
En cuanto al primer muro, el más alejado, la propia parte actora viene a 
reconocer que se ha ejecutado en terreno ajeno a la parcela por lo que 
estaría dispuesta a proceder a su demolición. 
No se cuestiona tampoco que se encuentra ubicada en parque público. 
Tal y como refiere la Administración el artículo 202 1-a) del DL 1/2005 
dispone que son nulos de pleno derecho; 
  “Los actos de parcelación, de urbanización, de edificación y de uso del 
suelo y del subsuelo que se lleven a cabo sin licencia o sin orden de 
ejecución en terrenos calificados en el planeamiento como zonas 
verdes públicas o espacios libres de edificación de carácter público, y 
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también los que se lleven a cabo en terrenos clasificados como suelo no 
urbanizable en virtud de lo que dispone el artículo 32.a” 
Es obvio que en este supuesto no se contaba con la preceptiva y 
necesaria licencia no pudiendo el actor proceder “motu proprio” a la 
construcción de un muro en terreno ajeno a su propiedad ni aún 
justificándolo en su carácter necesario o conveniente atendida la 
configuración del terreno en ese punto. 
En cuanto al muro más próximo, tampoco se cuestiona su ubicación 
en zona verde privada de parcela, pues el citado artículo 167 de las 
Normas Urbanísticas aplicable y cuyo contenido fue aportado por la 
Administración como documento Nº3 de la contestación no permite este 
tipo de construcciones ni ninguna otra a excepción de algunas 
pequeñas de carácter auxiliar (máximo 10m2) no estando permitido 
variar el espacio verde ni destruir las características naturales y 
paisajísticas.   
Tampoco se permiten según el precepto actuaciones consistentes 
en excavaciones y terraplenes que comporten la destrucción o la 
transformación topográfica y no hay duda que la colocación de un 
muro de contención supone efectuar una alteración en la 
configuración natural del terreno. 
No puede en modo alguno el recurrente justificar una actuación 
ilegal por supuestas razones de necesidad, de seguridad o 
salubridad ni aún para el supuesto de que se produzca una integración 
de la construcción en el paisaje, ya que requisito previo para la 
realización de cualquier actuación que suponga alteración de la 
realidad física será la solicitud y concepción previa licencia que 
sólo podrá otorgarse cuando lo peticionado se ajuste a la 
normativa urbanística atendida la clasificación y calificación del 
suelo. 
No quiere ello decir que caso de existir una problemática derivada de la 
evacuación de las aguas pluviales no puedan adoptarse otras 
alternativas que resulten autorizadas no pudiéndose optar libremente 
por aquellas que se estiman adecuadas pero que no resultan 
amparadas en licencia. 
Es por lo expuesto que procede confirmar los actos administrativos 
recurridos, siendo evidente que la denegación de la licencia de 
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legalización debe conllevar necesariamente el derribo de lo 
indebidamente construido. 
 
TERCERO  Debe indicarse que si bien en el Auto de fijación de cuantía 
y recibimiento a prueba se determinó que aquella era indeterminada, es 
lo cierto que obran en los autos datos suficientes para determinar de 
forma concreta el valor de la construcción de los muros y que según el 
folio Nº3 del proyecto de legalización se determinó en 5.251’70 euros. 
Es reiterada la Jurisprudencia que ha señalado que la concreción de la 
cuantía de un recurso es cuestión de orden público que puede 
realizarse incluso en sentencia, y en este supuesto atendido el citado 
importe es lógico presuponer que aunque no esté determinada la 
cuantía que alcanzaría el derribo de los muros, la misma no alcanzaría 
los 18.000 euros, razón por la cual debe fijarse en este momento la 
cuantía del recurso en indeterminada pero en todo caso inferior a los 
indicados 18.000 euros. 
 
CUARTO  En virtud de lo dispuesto en el art 139 de la LJCA, no 




Que DEBO DESESTIMAR Y DESESTIMO el recurso contencioso-
administrativo interpuesto por el recurrente contra las Resoluciones 
del Ayuntamiento de Corbera de Llobregat de 20 de julio de 2.007 y 14 
de Noviembre de 2.007 confirmando las mismas por ser ajustadas a 
derecho y sin hacerse imposición de costas. 
 
Así por esta mi Sentencia de la que se unirá certificación a la causa y 
contra la cual no cabe interponer recurso alguno, lo pronuncio, mando y 
firmo. 
 
PUBLICACIÓN Leída y publicada que fué la anterior Sentencia por la 
Magistrado-Juez que la suscribe en el día de su fecha. Doy fé.” 
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 PARTE DEMANDADA 
AYUNTAMIENTO 
PARTE ACTORA 
 INTERESADO (PRESUNTO 
RESPONSABLE) 
PARTES QUE INTERVIENEN 
SENTENCIA XXX/09.  10/06/2009 
OBJETO:  
- RESOLUCIÓN  D.1873/07 DE 
20 DE JULIO DE 2007 
 
- RESOLUCIÓN  D.2698/07 DE 




1. SE OPONE A LOS ACTOS 
ADMINISTRATIVOS 
DENEGATORIOS DE LA LICENCIA 
DE LEGALIZACIÓN EN BASE A 
LOS ARGUMENTOS RESUMIDOS 
EN: 
 
- MUROS SON LEGALIZABLES AL 
ENCONTRARSE ADAPTADOS AL 
TERRENO NATURAL Y PERMITEN 
EL USO DEL ESPACIO VERDE. 
- MUROS PREVIENEN LOS 
GRAVES PERJUICIOS 







INDICA QUE ATENDIDA LA 
NORMATIVA URBANÍSTICA 
INDEPENDIENTEMENTE DE LA 
FINALIDAD PERSEGUIDA POR 
LA CONSTRUCCIÓN, 
LEGALMENTE NO ESTABA 
PERMITIDA RAZÓN POR LA 
CUAL : 
 
-SE DENEGÓ LA SOLICITUD DE 
LICENCIA DE LEGALIZACIÓN. 
BASADO EN EL INFORME DEL 
TÉCNICO MUNICIPAL FECHA 
7/03/2007. 
-SE REQUIRIÓ PARA 
PROCEDER AL DERRIBO DE 
LOS MUROS DE CONTENCIÓN. 
SENTENCIA: BASADA EN EL INFORME PERICIAL. 25/07/2008 
- Se confirma que  uno de los muros está emplazado en parque urbano vulnerado lo establecido en el artículo 202 del DL 
1/2005  y el otro situado en verde privado de parcela de conformidad con lo establecido en el Articulo 167.PGO 
 
“Artículo 202.  DL 1/2005.Actos nulos. 
1. Son nulos de pleno derecho: 
a. Los actos de parcelación, de urbanización, de edificación y de uso del suelo y del subsuelo que se lleven a cabo sin licencia o sin 
orden de ejecución en terrenos calificados en el planeamiento como zonas verdes públicas o espacios libres de edificación de 
carácter público, y también los que se lleven a cabo en terrenos clasificados como suelo no urbanizable en virtud de lo que 
dispone el artículo 32.a.” 
 
- Se confirma los actos administrativos recurridos, siendo evidente que la denegación de la licencia de legalización debe 
conllevar necesariamente el derribo de lo indebidamente construido. 
 
- Se desestima el recurso contencioso-administrativo interpuesto por el recurrente contra las Resoluciones del 
Ayuntamiento de Corbera de Llobregat,  RESOLUCIÓN  D.1873/07 DE 20 DE JULIO DE 2007 RESOLUCIÓN  D.2698/07 DE 14 
DE NOVIEMBRE DE 2007 
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El 21 de abril de 2011 mediante el Decreto 754/2011 (Véase Anexo 11.16) se incoa el 
procedimiento de protección de la legalidad urbanística contra el propietario de la finca para 
que en el plazo de un mes procediera a la solicitud de la licencia de derribo de los muros 
ejecutados sin licencia de obras y se le advierte que en el caso de no hacerlo se le impondrá 
una multa coercitiva de 600 euros.  
Al recibir la notificación, el propietario de la finca entra una instancia el 22 junio de 2011 
(Véase Anexo 11.17) al ayuntamiento en el cual pide reunirse con la Regidora de Urbanismo  
con el objetivo de pedir una ampliación de plazo para ejecutar los trabajos requeridos.   
 
Fruto de las diversas reuniones entre los servicios técnicos  y el propietario de la finca por tal 
de concretar las actuaciones necesarias para cumplir con el requerimiento formulado, se le 
requiere mediante el Decreto 1429/2011 con fecha 18 de julio de 2011 (Véase Anexo 11.18)  
que en el plazo de un mes solicite la licencia para derribar el muro ejecutado en verde 
privado de la parcela y rebajar el talús hasta el límite de la parcela con el ámbito público. Se 
le advierte al interesado que en caso de no hacerlo se le impondrá una multa coercitiva de 
600 euros.  
 
Contra la resolución del Decreto 1429/11 en el cual se agota la vía administrativa, y 
pudiendo interponer recurso potestativo de reposición delante el Alcalde en el plazo de un 
mes contando a partir de la notificación de la resolución. 
El 9 de agosto de 2011 el interesado presenta Recurso de Reposición (Véase Anexo 11.19).  
 
El 26 de septiembre de 2011, se reúnen el interesado, el Arquitecto Técnico Municipal y la 
Teniente Alcalde de Urbanismo, donde se acuerda que se debe de restablecer la legalidad 
urbanística y que para conseguirlo el interesado debe hacer lo siguiente: 
- Derribar los muros. Presentar un Proyecto de derribo de los muros y de restitución de 
tierras y ajardinamiento. 
- Hacer las obras antes de finales de febrero de 2012. 
- Solicite la Licencia de Primera Ocupación. 
 
En virtud de la reunión de las partes, el 21 de noviembre de 2011 el interesado presenta 
solicitud de licencia urbanística  para el derribo de los muros de contención no legalizables 
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El 12 de diciembre de 2011 el  Arquitecto Técnico emite un informe  (Véase Anexo 11.21) en 
el cual informa que la solicitud y el proyecto de obras se ajustan a las normas urbanísticas 




- La solicitud de la licencia es para el derribo parcial de dos muros de 
contención, restitución del terreno natural y enjardinado de zonas 
verdes por tal de dar cumplimiento a los expedientes de disciplina 
urbanísticas abiertos. 
Un muro se encuentra en el verde privado de parcela, y el otro en 
parque urbano. En parque urbano no está permitido vertido de residuos 
ni almacenamiento de material. 
 
- No se puede iniciar las obras hasta que no se presente en el 
ayuntamiento la declaración de responsabilidad del Contratista. 
Nota: Es necesario adjuntar fotocopia de la escritura de constitución de 
la empresa o escritura de posteriores actualizaciones. En el caso de 
autónomos hay que adjuntar fotocopia de alta censal. 
 
- La retirada de runas y escombros que se pudieran generar durante la 
obra, irán cargo del interesado y no se podrán hacer vertido de runas en 
lugares no autorizados. En el caso de ocupar la vía pública, se deberá 
solicitar el permiso correspondiente. 
 
- Cualquier obra auxiliar no contemplada en el proyecto se deberá de 
tramitar en solicitud de licencia aparte. (…)” 
 
El 2 de enero mediante el Decreto 2266/2011 se le concede al interesado la licencia 
urbanística. (Véase Anexo 11.22). 
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Imagen. 7.2.16. Edificación Exp. YY/11. PLANO. SECCIÓN MUROS DE HORMIGÓN. DOCUMENTACIÓN 
PROYECTO. 
  
El 19 de julio de 2012, el interesado presenta ante el ayuntamiento una comunicación previa 
(Véase Anexo 11.23) con la intención de proceder a la primera ocupación del la vivienda  
 
El Técnico Municipal informa el 25 de julio de 2012 (Véase Informe Técnico. Anexo 11.24) 
que es necesario subsanar.  
 
“(…) 
* En relación con la devolución del depósito de garantía de bienes en 
riesgo de destrucción informo que las obras no han ocasionado daños a 
los servicios públicos urbanísticos o los que se habían ocasionado han 
reparado satisfactoriamente. 
 
• En cuanto a la primera ocupación informo: 
1. Los artículos 135, 136 y 153 de las normas urbanísticas del Plan 
General establecen que las edificaciones deberán mantener la subzona 
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a3, correspondiente a la parcela de referencia, una separación mínima 
de 5 metros al límite con los lindares vecinos 
 
Se ha observado que se ha creado un espacio adosado a la " Fachada 
lateral izquierda " de Ia edificación, que no consta en el Proyecto de la 
licencia de obras. Se trata de un porche no legalizable que no respeta 
las separaciones mínimas de 5 metros de los lindares vecinos.  
 
El 12.09.2006 el señor XXX solicitó la licencia urbanística de primera 
ocupación (Reg. de entrada 10796) de la vivienda de referencia.  El 
4.05.2007 se denegó la solicitud de la licencia  de primera ocupación, 
exp . núm. 109/ 06, de la vivienda mencionado, según establece el 
decreto de Alcaldía 1129. 
 
Entre la documentación aportada el 09.12.2006 por parte del solicitante, 
constan fotografías que acreditan que el porche se construyó a 
posteriori. Hay que proceder a la retirada del porche no legalizable de 
superficie aproximada 12 m2. (…) " 
 
  Imagen. 7.2.17. Edificación Exp. YY/11. AÑO 2006. DOCUMENTACIÓN INFORME TÉCNICO 25/07/2012. 
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Mediante la provisión de alcaldía de fecha 26 de julio de 2012 (Véase Anexo 11.25) se le 
notifica al propietario que en el plazo de 10 días proceda a la retirada del porche y se le 
advierte que transcurrido el plazo concedido sin haberse subsanado las deficiencias 
informadas por el técnico se le tendrá por desistida la petición,  previa resolución, con el 
archivo de las actuaciones. 
 
El 5 de septiembre de  2012 el interesado presenta una instancia (Véase Anexo 11.26) en el 
cual comunica que el porche ha sido retirado. 
 
El 10 de septiembre de 2012 el técnico informa favorablemente y el 28 de septiembre 
mediante el Decreto 1726/2012 se le comunica la primera utilización del inmueble (Véase 
Anexo 11.27) y se le devuelve las fianzas depositadas en conceptos de bienes inmuebles en 
riesgo de destrucción. 
 
El 14 de noviembre de 2012 mediante el Decreto 2067 (Véase Anexo 11.28) finalmente se le 
archiva el expediente de disciplina urbanística abierto.  Una vez el técnico informado que se 
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8. CONCLUSIONES. 
 
De conformidad con lo expuesto a lo largo de este estudio, se concluye que la actividad de 
la Administración Pública frente las vulneraciones del ordenamiento urbanístico al objeto de 
restaurar el orden jurídico perturbado y la realidad física alterada, es de gran complejidad. 
La incoación y tramitación de un expediente de Disciplina Urbanística, no es tarea simple y 
tiende a ser un camino largo y dificultoso, debido a los diferentes procedimientos 
administrativos concurrentes, y en particular las peculiaridades de cada expediente. 
 
La acción de ordenar, identificar y sistematizar toda la documentación de un expediente, así 
como conocer la regulación del procedimiento (saber en la fase que se encuentra y la que le 
sigue) exige una completa entrega y arduo trabajo que, en el aspecto de la temporalidad, se 
hace extenso. 
La experiencia desarrollada en este estudio así como las labores desempañadas en el 
Prácticum, corrobora la apreciación de las principales dificultades que conlleva un 
procedimiento administrativo; esto es, la dificultad de reaccionar con prontitud ante todos los 
ilícitos urbanísticos que se cometen, y la tramitación con celeridad  de los expedientes 
oportunos de restablecimiento de la legalidad urbanística. 
 
En relación a este prácticum, cabe resaltar que, lo que podía ser en un inicio un Trabajo 
Final de Grado sobre la Protección de la Legalidad Urbanística sin mayor complicación que 
la de investigación y análisis del alud de regulaciones que conforman y da cobertura, éste 
prácticum se ha convertido en un trabajo complicado, no solo por el desconocimiento inicial 
de los numerosísimos procedimientos administrativos de obligada atención y aplicación, sino 
por las singularidades de cada expediente de Disciplina Urbanística y los diferentes 
procedimientos de actuación que deben de ser aplicados, con las dificultades del 
funcionamiento y tiempos de aplicación de la Administración. 
Todo ello sin obviar, un nuevo marco legal reglamentario con vigencia una vez finalizado el 
prácticum y que ha sido objeto de la adecuada comparativa y analogía. 
A la vista de lo aprendido, y a los efectos del procedimiento de La Protección de la Legalidad 
Urbanística se puede concluir que, en cuanto a la reposición de la legalidad urbanística, la 
pieza clave para garantizar el cumplimiento del ordenamiento urbanístico lo constituye, sin 
duda, la licencia urbanística, mecanismo de intervención administrativa preventiva en el uso 
del suelo y de la edificación y que debiera atemperar la protección de la legalidad reactiva, 
una vez se ha consumado la ilicitud. 
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10. ANEXOS EXPEDIENTE  DU XX/2014. 
10.1 INFORME TÉCNICO. 
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10.2 INFORME JURÍDICO. 
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0. INTRODUCTION. 
The Urbanism is a public function that includes the arrangement, planning and regulation that 
understands the transformation, the conservation and the control of the use of the soil, the 
subsoil and the flight, its urbanization and building, the regulation of its use, the conservation 
and the rehabilitation of the works, the buildings and the facilities. The urban development 
regime of the soil decides for the classification, the qualification in zones or systems and the 
incorporation in a sector of urban derivated development planning, or in a polygon of urban 
development performance. The schemes of urban municipal development arrangement 
classify the whole soil of the corresponding territory under urban soil, not urbanizable and 
urbanizable. 
 
The urbanism raises different disciplines and one of them is the Protection and the 
Restoration of the Urban development Legality that is one of the aims that chases the urban 
development activity. Being this one ruled, to tenor of the Resumed Text of the Law of 
Urbanism of Catalonia, DL1/2010 (modif. for the L3/2012), regulating the beginning of a 
protection procedure of the urban development legality to clarify the actions or omissions that 
allegedly should endure violation of the determinations contained in the resumed text, in the 
Regulation that develops it, and the urban development applicable planning or in the 
municipal ordinances that could ensue from application. Therefore, the urban development 
discipline is the law that highlights the character of public function of the performances 
relative to the guarantee and protection of the territorial and urban development 
arrangement, of what it follows his public nature and the mandatory character of his exercise. 
The measurements that compose this functions bundle gather in activities of control, 
protection and discipline. 
 
The scope of the urban development competencies, in order to make these competencies 
effective as for urban planning, protection of the territory and of housing established by the 
Constitution and by the Statute, attributes to the administrative organs that it corresponds the 
pertinent and necessary powers to formulate, to proceed, to approved and to execute the 
different urban development instruments of planning and management, and to intervene on 
the real-estate market, to regulate and to promote the use of the soil, of the building and of 
the housing, and to apply the disciplinary measurements and restoration of the physical 
upset reality and of the juridical violated classification. 
 
The urban development competencies of the public administrations include, besides the 
expressly attributed ones, the complementary and coherent powers to be able to exercise 
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them in agreement with the law and to satisfy the purposes that justify its express 
attributions. 
 
Once again and in accordance with the foreseen in the Law 7/1985, Regulatory of the Bases 
of the Local Regime, and the resumed text DL2/2003, of the Municipal Law and of Local 
Regime of Catalonia, the public local administrations must guard over the suitable fulfillment 
of the urban development regulations by of the administrative activity of Protection of the 
Legality, and that correspond to the following competencies: 
 
1. Urban development inspection; legal authority directed to verify that the acts of division 
of land urban development, urbanization, construction or building, installation and of 
use the soil and subsoil, adjust the legislation and urban development arrangement. 
 
2. Adoption of protection measurements and restoration of the legality; preventative 
actions necessary to guarantee the efficiency of the final resolution. 
 
3.  Imposition of sanctions for urban development infractions. 
 
Defined and established the budget of actuation, the guardianship and the protection of the 
urban development classification for the reestablishment of the possible disturbed juridical 
order, bears on the part of the public competent administration the initiation of an 
administrative procedure of protection of the urban development legality, guarantee of the 
juridical position of the administered one. Procedure, this one, established in accordance 
with the determinations of processing with character of basic contained in the state text Law 
30/1992 of the Juridical Regime and of administrative common Procedure of the Public 
Administrations, and in accordance to the particularities of the Catalan right Law 26/2010, of 
Juridical Regime of the Public Administrations of Catalonia. 
 
In consequence, it will be the scope of this prácticum in the Area of Urbanism and Housing of 
Corbera de Llobregat's Town hall, the supporting service and follow-ing of the public 
actuations of initiation and instruction, which will use as precedents and foundation of the 
administrative resolution of the concrete procedure, as well as of the preventive or later 
formalities directed to executing it. 
 
 





1. URBAN DEVELOPMENT DISCIPLINE. 
 
1.1 THE ADMINISTRATIONS AND THE COMPETENT ORGANS. 
In accordance to the established in the Article 14 of the TRLUC, the exercise of the urban 
development competencies corresponds to the administration of the Generalitat, the local 
government. 
Inside the Generalitat, the urban development organs are structured in a hierarchically way 
as is shown: 
1. The government of the Generalitat. 
2. Counselor or the adviser of the Department of Territory and Sustainability 
3. Of a side the territorial commissions and of another side the general manager of 
urbanism. 
According to the Principles of the Local Autonomy, the local government will enjoy fully 
juridical personality. His government and administration correspond to its respective Town 
halls integrated by the mayors and the councilmen. 
 
To the effects of the Urban development Discipline the competent administrations are: 
  GENERALITAT 
The counselor of the Department Territory and 
Sustainability: 
Maximum authority inside this department, and has 
competence over the urban development director plans, 
as well as the definitive approval of the planning 
schemes of urban development police officer and the 
programs of urban development, actuations of the 
municipalities of more than hundred thousand 
population. 
General manager of urbanism: Steering organ, of 
unipersonal character that process the matters that 
correspond to the Commission of urbanism of Catalonia. 
 
Santi Vila i Vicente. Counselor of 
TEiS department. 
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TOWN HALLS: 
They exercise his urban development competencies in the terms established by the local 
and urban development legislation, across three municipal organs: 
- The Mayor. 
- The steering committee. 
- The plenary session. 
The municipal competencies in urban planning affairs and in particular the protection of 
the urban development legality are to dictate orders of execution and suspension of 
works, to intervene in the activity of the use of the soil, the building and the protection of 
the urban development legality by preventive authorizations. 
 
As for the distribution of competencies for Protection of the Urban development Legality, are 
the municipalities (town halls) and the Generalitat. 
1.2 REGULATION OF APPLICATION. 
 
Basically in all the Autonomous Communities have been applied the initial model of the 
urbanism defined in the state legislation, so that they have been kept: 
 
- Planning 
Set of instruments or plans destined to organize and control the urban existing fabric and 
its development, and the classification of the soil, well as the technology to fix different 
categories of the soil depending on its urban development basic scope. 
 
- The urban development management 
Set of actuations necessary for the development and implantation in the territory of the 
determinations established in the planning. They have for object to concrete the tasks of 
the different actors in the process of transformation of the soil: public administrations, 
owners, urbanizers and promoters. 
 
- Urban Development Discipline 
Set of legal forecasts and administrative legal authorities foreseen to intervene in the 
activity of the individuals with the purpose of preserving the urban development legality 
and to restore it when it is damaged and of sanctioning the conducts typified as urban 
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development infractions. 
 
The urban development discipline constitutes one of the main pillars of the Urbanism with 
narrow relation with the planning and the urban development management. The urban 
development autonomic legislation that regulates the matter of the urban development 
discipline is contained in the following regulations: 
 
- Legislative decree 1/2010, of August 3, by which there is approved the Resumed Text of 
the Law of Urbanism. - Law 3/2012, of February 22, of modification of the resumed text 
of the Law of Urbanism, approved by the legislative Decree 1/2010. (In forward TRLUC)) 
Who dedicates the Title Seven "Of the protection of the urban development legality" 
(articles from 199 to 227) to regulating the basic topics of urbanistic discipline. 
 
- Decree 305/206 of July 18. Regulation of the law of urbanism (in forward RLUC). Who 
dedicates the Eighth Title "Of the protection of the urban development legality" (articles 
from 264 to 283) to the development of this topic. In force until May 13, 2014. - Decree 
64/2014, of May 13, by which the Regulation is approved on protection of the urban 
development Legality. 
 
- Decree 278/1993, of November 9, on the sanctioning procedure of application to the 
areas competence of the Generalitat (in forward RPSC), that regulates exclusively the 
sanctioning procedure and that is of supplementary application of the local entities in 
total or partial fault of the sanctioning procedures specifics foreseen in the sectorial 
ordinance or in the local ordinances. 
 
To what it concerns to the state regulation, this one is contained, basically as for the 
regulation of the protection of the urban development legality in the following legal and 
regulation texts: 
 
- To the effects of establishing and regulating the bases of the juridical regime, the 
administrative common procedure and the system of responsibilities of the public 
administrations. 
Law 30/1992, of November 26, of juridical regime of the public administrations, and of 
the administrative common procedure (in forward LRJPAC)  
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- Legislative decree 2/2003, of April 28, by which there is approved the resumed text of 
the municipal Law and of the local regime of Catalonia (in forward TRLMRLC). 
-  Law 7/1985, of April 2, regulatory of the Basis of the Local Regime. 
 
Note: It notices: The legislation of application of the Processes of Urban development 
Discipline, it is the one that existed in the moment of the commission of the facts. 
2. THE PUBLIC ADMINISTRATION. THE GUARDIANSHIP OF THE JURIDICAL URBAN 
DEVELOPMENT INFRINGED ORDER. 
 
The public administration is the institution which join the entities to which the (public) Law 
grants power and entrusts the management of  general interest, with submission to the law 
and to the Law. 
 
The urban development legal authority of the Administration is exercised fundamentally by 
the town halls, entities mentioned previously, being these generally the competent ones to 
approve the instruments of planning, management and execution, as well as of the grant of 
the urban development licenses and the control of the fulfillment of the urban development 
legality. 
 
As for the subrogation for inactivity, previous requirement to the town hall, take actions the 
Department of Territory and Sustainability (TEIS), Art. 274 RLUC. In exercise of this legal 
authority, the organs of the department that have competencies in this matter are the General 
manager of Urbanism and the Counselor of the Department of Territory and Sustainability. 
 
 
2.1 THE GUARDIANSHIP OF THE JURIDICAL URBAN DEVELOPMENT INFRINGED 
ORDER. 
  
The Protection of the urban development legality, has the scope to act as a guardian of the 
juridical urban development order by means of the initiation, the instruction and the resolution 
of procedures such: 
 
- Restoration of the physical reality and the juridical infringed order. 
- The determination of the hurts and prejudices. 
- The imposition of sanctions. 
 
The actions infringed of the urban development classification as for the protection of the 
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urban development legality bear to the fulfillment of the following articles of the regulations 
previously mentioned. 
 
The Article 1991 TRLUC. It establishes that all the actions or omissions that allegedly endure 
violation of the determinations contained in the urban development regulation must endure 
the initiation (beginning) of a process of urban development legality. 
 
The processing of the protection processes of the urban development legality must adjust to 
the established in the regulatory legislation of the exercise of the legal disciplinary authority, 
with the specifications distinguished by the procedure, established in the legislation of 
administrative common procedure. 
The article 200.3 TRLUC. establishes that the municipality exercises the protection legal 
authority of the urban development legality regard ing to the violations committed in his 
territory, is for it that the town halls exercise its urban development competencies in the 
established terms by the local and urban development legislation, across the municipal 
organs that have competencies without prejudice of the corresponding internal procedure of 
organization of attribution of competencies, being these the Mayor, the local steering of Local 
Government and the Plenary session, exercising the protection legal authority of the urban 
development legality regarding to the violations committed in his territory with regarding to 
detections of infractions. 
 
The competent organs to solve procedures of protection procedures of the infringed urban 
development legality that do not endure the sanction of urban development infractions are, in 
the area of the municipal administration, the mayor and in the area of the competent 
department for urban planning, the director or competent chief operating officer in the matter. 
                                                
1 Article  199 TRLUC.  Protection procedures of the urban development legality. 
 
1. All the actions or the omissions that allegedly endure violation of the determinations contained in this Law, in the urban 
development planning or in the urban development municipal ordinances, subject to sanction of conformity with what they 
establish this Law and the regulation that develops it, must give place to the administrative necessary performances to clarify 
the facts and, subsequently, or directly, if previous information is not needed, to the initiation of a protection process of the urban 
development legality. 
 
2. The protection legal authority of the urban development legality is of obligatory exercise. The exercise of this legal authority 
gives place to the instruction and the resolution of a procedure or of more of one that they take as an object, together or 
separatedly, the adjustment of the following measurements: 
1. The restoration of the physical upset legality and of the juridical damaged order 
2. The imposition of sanctions. 
3. Determination of the hurts and the caused prejudices. 
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STRUCTURE OF THE ADMINISTRATIVE PROCEDURE 
 
3. PHASES OF THE  ADMINISTRATIVE  PROCEDURE.  
Though the protection of the urban development legality is very specific, this one must be 
agreed according to the procedural phases of the law 30/1992, of November 26, of the 
juridical regime of the Public Administrations and the administrative common procedure, 
modified by the law 4/1999, on January 13. 
 
The administrative procedure gathers three phases that serves as structure of the procedure. 
These three phases are the initiation of the procedure, the arrangement and the  instruction 








Act of initiation that stars a succession of steps or phases directed to deciding as the 
questions that the act should raise as all those others derive from the specific object of the 
procedure.  
The initiation can be a trade or call of a request of the interested person (Art. 68. LRJPAC). 
When the initiation is a trade, the act of initiation will be an administrative step of act and, 































OF TRADE (ART. 69.1) 
 





REQUEST (ART. 70) 
















ACT OF INITIATION 
 
ARRANGEMENT 








    PROTECTION OF THE URBAN DEVELOPMENT LEGALITY                                                              13 
3.1.1  Initiation of trade.  
   It will be adopted as agreement of the competent organ for: (ART.69.1. LRJPAC). 
- Own initiative. 
- Top order. 
- Reasoned request of other organs. 
- Denunciation2  
Formulated the denunciation, the administrative organ will have to resolve the initiation of the 
procedure, providing that a rational base exists to admit the veracity of the same one. 
Therefore, before arranging the initiation, it will be possible resolve the instruction of a 
previous information with the purpose of knowing the circumstances of the case and deciding 
if the procedure begins or not. In case of giving this previous information, this step does not 
form a part of the procedure, staying in a simple precedent. 
 
It is very important take care about the period of caducity and prescription3, so, in case it had 
expired or prescribed the possibility of exercising the administrative legal authority, the act of 
initiation and the subsequent ones of the procedure will be invalid.  
 
3.1.2 Initiation by requesting of interested person. 
 
It will have this consideration when it is promoted to solve pretensions derived from the 
particular persons. 
 
The instance is the act for which one presents the request, which can consist in the request 
of the adoption of an act or the review or execution of the already existing one. The requests 
can appear in any support. 
 
Content of the requests (Requirements): (Art. 70.1. LRJPAC)  
- Organ, center or administrative unit to which it is directed to.  
                                                
2 Denunciation 
 
Act of a particular person for the one that puts in made knowledge of the administrative organ competent that determine the 




Fact of juridical transcendency by virtue of which, by the course of the time, together with other circumstances, there are altered 
the situations and juridical relations, the royal ownerships, the patrimonial rights of credit and the actions that stem. 
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-Name, surnames and addres of the interested person and, in its case, in addition, the 
person who represents him, as well as the identification of the preferential way to effects of 
notifications.  
-Facts, reasons and request in which the request be clear. 
-Place and date in which the instance is formulated.  
-Signature of the applicant person or accreditation of the authenticity of his will. 
 
In order to instance will produce all the effects it is necessary that arrives comes to the organ 
or, in his case, to the competent organ to resolve, which takes place in the moment of the 
receipt of the writing in the corresponding Record (Art. 42.3.b. LRJPAC). The person or 
persons interested / will be able to demand the corresponding receipt that accredits the date 
of filing the request or a copy in which the date will figure correctly annotated by the 
competent office (Art. 70.3. LRJPAC). 
 
The request must contain a founded request, and must be accompanied of a minimum of 
elements of test that allows to place the applicant in a supposition of fact. In care of the 
request does not give fulfillment to the requirements, the administration must dictate a 
requirement that the correction urges in the space of 10 days (extendable 5 more). If the 
correction procedure doesn’t take place a resolution will be announced in which the 
procedure is understood desisted. 
 
Initiated the administrative procedure, the competent organ responsible to resolve can adopt, 
by petitioner’s instance or by another part, the provisional measures that considers to be 
opportune to assure the efficiency of the resolution that could be dictated, if there are 
sufficient facts. 
It’s not possible to take provisional measures that could cause a prejudice of difficult or 
impossible repair to the interested persons or that imply the violation of rights protected by 
the laws.  
It will be possible raise or modify during the processing of the procedure of trade the 
petitioner’s instance or by another part, by virtue of struck circumstances or those that could 
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3.2 ARRANGEMENT. 
 
This phase consists on the fact that the procedure develops in agreement with the order 
established by the legislation. Therefore, all the acts of arrangement are instrumental acts 
that have the main scope to prevent undue delays in the procedure processing. 
The acts of arrangement are administrative acts, and therefore they are not capable of 
challenging in administrative way (art. 107. LRJPAC). 
 
In this phase it is necessary take into acconut:  
 
3.2.1 Impulse.  
 
The impulse is constituted by those acts that tend to make develop the procedure for each of 
the stages or phases that compose it. On the impulse will depend that the procedure comes 
to his term quickly. 
 
The development of the processes we will take in to account the rigorous order of inception, 
except in the cases of orders motivated of the holder of the administrative unit who acts. 
The principle of "celerity" that will determine the agreement in an act all the actions that, for 
its nature, admit a simultaneous drive and its fulfillment is not obligatory.  
When it’s needed to request procedures steps to other organisms it will be mandatory to fulfil 
in the communication reports the legal established terms to develop them  
 
The steps that have to be completed on the part of the interested persons will have to be 
done in the space of ten (10) days from the notification of the corresponding act (Art. 76.1. 
LRJPAC). 
The same term will be applied to solve the unfulfillment of some of the necessary 
requirements that there has detected  by the Administration (Art. 76.2. LRJPAC). 
 
3.2.2 Direction.  
 
There is understood by Direction the set of activities that facilitate the suitable work of the 
series of acts that are carried out inside the administrative procedure. Listing as showm: 
 
Acts of step: Those who limit themselves to decide the questions of incidental character that 
can appear along the whole procedure. They have the consideration of acts of step. 
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Acts of communication: The managers to transmit another person that should know or it must 
make him know for the best development of the procedure. 
There are two types:  
- Communications between administrative organs.  
- Notifications. 
• The holder of the Administrative Unit or the staff of the Public Administration that has the 
responsibility to solue the matter, will be the person in charge of practising it. 
• They were fulfilling to all the interested persons, according to repeated jurisprudence. 
• The notification to the representative of an interested person produces all the effects; 
when it goes to the first signatory person of a collective request it produces effects in all 
the components (art. 33. LRJPAC); when it goes to a legal person it will be done to his 
legal representation. 
• When the notification is practised by means of mail certified with acknowledgement of 
receipt, the attempt of notification considers compliment in the moment that the 
Administration should receive the return of the voucher, providing that witness stays in 
the process.  
• Is not necessary to do it directly to the destination person addressee, they can be 
receivers any of the persons established by the Law (art. 59.2. LRJPAC). 
• It will have to include the whole text, the indication if it is or not definitively in 
administrative route and the appeals that could appear. 
• It will have to be dealed in terms of ten (10) days from the date in which the 
administrative act has been dictated. (Art. 58.2. LRJPAC). 
• It will be practised by any way that allows to have evidence of the receipt of the person 
addressed or his representative, as well as the date, identity and content of the notified 
act. The accreditation of the made notification will join the process. 
• In the cases that the address of the person is unknown or plurality of addressees it will 
be done by edicts in the bulletin board of the Town hall of the last known address and in 
the Official Diary or Official respective Bulletin, according to the issuing Administration. 
 
Intimation Actions: Those that have the scope the imposition of a conduct or behavior, and 
always linked to the communication action.  
They are two types:  
- Citations and emplacement: they impose the appearance at particular moment or in a 
certain place.  
- Requirement, they impose whatever behavior different of the appearance.  
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3.2.3 Evidence.  
 
The administrative acts will take place in writing, until his nature demands or allows another 
more suitable form of expression and evidence. 
 
The evidence is identified as the activity that tends to leave proofs of the action that are 
carried out along the procedure, to be able to know it at any time later. 
 
• Of the acts demonstrated in a verbal way.  
It will be practiced and be signed by the holder of the low organism who receives orally 
the communication (art. 55.2. LRJPAC) 
 
• Of the acts realized in a written aray.  
The chief or the boss of the administrative entity before which the procedure is 
proceeded will arrange the incorporation to the process of the writings and documents 
received in chronological order of entry in the official record. 
 
• Certifications.  
The authentic knowledge of the documents that integrate an administrative process.  
The interested person has the right to obtain certification or authentic copy of the 
documents that form a part of the process of the procedure in which they had appeared. 
 
• Breakdowm. 
Breakdowm.of a document or a few documents that form a part or they have joined to 

























This phase provides the necessary elements in order to make a the resolution. It will give 
place to the documents and actions that will be used as precedents and foundation of the 
administrative resolution (Art. 78.1. LRJPAC). 
 
3.3.1 Allegations of the interested parties: 
 
The Art. 35.e LRJPAC authorizes the interested parties to do the allegations that they 
consider suitable in any phase of the procedure. The importance and the effect of the 
allegations is that, necessarily, that one that is invoked, must be taken in to accont for the 
Administration at the moment to write the resolution. The Administration in his resolution, 
must give response to these allegations, in a brief or concise way, and in case no response it 
the final decision might be appealed arguing incongruity (for not giving response to the action 
invoked); in addition, the resolution might be annullable in the measure that causes 
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3.3.2 Step of public information (Art. 86 LRJPAC): 
 
The step of public information has the final goal the contribution to the allegation process 
allegations that could make the interested parties, being the real scope a manifestation of the 
right of participation related to the idea of transparency. 
 
Now, in order that the step of public hearing will be opened, it is necessary that " the nature 
of the procedure demands ", as establishes. Art 86.1. The LRJPAC, on the other hand, 
establishes some requirements of the step: 
- It must be published in the BOE, in the Bulletin of the CCAA or of the Provinces.  
The aim is to count an instrument of general scope that should allow to put in knowledge all 
those that have something to say. 
- There must be granted a term not lower than 20 days, or the one that will establish the 
sectorial or special regulation. 
As for the effects, the appearance in the step of public information does not grant the 
interested party's condition; nevertheless, the demonstrated by the appearers have similar 
effects the allegations of the parts though with different scope: it must be taken in 
consideration the resolution, but it is not necessary that the Administration gives a detailed 




3.3.3 The reports  (art. 82 LRJPAC). 
 
They are declarations of judgment, issued by specialized organs, as the service of Inspection 
on certain matters and facts with the purpose of providing to the competent organ the 
necessary facts to guarantee the maximum success in the resolution of the procedure about 
which it treats itself.  
They are administrative acts, subject to the administrative law and that come from 
administrative organism and, also, acts of step or from an instruction, since they join to the 
process and are not capable of autonomous impugnment. 
 
   20                                                               PROTECTION OF THE URBAN DEVELOPMENT LEGALITY 
In general it is considered that the reports can be technical or mandatory4, and binding and 
not binding5. Except an expressed opposite disposition, the reports in general are optional 
and not binding (Art. 83.1. And 2. LRJPAC). 
It will be requested those that are mandatory for legal dispositions, and those who are 
considered to be necessary to resolve, being mentioned the rule that demands them or 
basing, in his case, the convenience in claiming them (Art. 82.1. LRJPAC). 
The reports to solve the processes will be written in a resolution way and will contain the 
following: clear and succinct enumeration of the facts, legal applicable dispositions and 
reasoned allegations.  
The reports will be published in terms of ten days, except that a disposition or the fulfillment 
of the rest of the period of the procedure allows or demands another major or minor term 
(Art. 83.2. LRJPAC).  
 
Elements of the reports  
 
-  Description of the facts. 
 
-  Regulation of application and if his valuation proceeds. 
 
-  The derivative considerations. 
 




3.3.4 The test in the administrative procedure (Art. 80 Y 81 LRJPAC). 
 
It is the activity directed to demonstrating the accuracy or inaccuracy of the facts that have to 
use as foundation of the resolution. 
                                                
4 Obligatory and not obligatory reports. 
 
The obligatory reports are  requested by imposition of a norm. As for the not obligatory ones, they are the reports that freely the 
instructor reminds because he considered are necessary to report or to guarantee the success of his decision. 
 
5 Binding and not binding reports. 
 
The binding reports, as it parts with his name they link the decision of the organ. Nevertheless, we find two types and his degree 
of entail will depend on it. This way, binding reports exist in strict sense, with regard to which organ decisor can neither separate 
nor decide in against; and formless binding obstativos exist, where the organ or issuing subject of the report has to be able of 
veto, or in the opposite direction, it must issue his favorable position. With regard to the not binding reports, in this case the 
organ that decides is not tied by the sense of the report. 
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When the administration does not have for certain the facts invoked by the interested parties 
or the nature of the procedure demands it, the instructor will agree the opening of a probation 
period in a term not more than to thirty days and not less than ten, so that all of them could 
be practiced. The instructor of the procedure only will be able to reject the evidences 
proposed by the interested parties when they are manifestly unfounded or unnecessary, by a 
motivated resolution. 
  
This activity determines which is the object of the test. At this point, the evidential activity 
must refer to facts as shown: 
 
- Be relevant for the decision of the procedure. 
- If exists non-conformity over his certainty. 
 
Therefore, the evidential activity must be referred to the controversial facts related to the 
pretension, it means, those regarding to there is no agreement between the interested 
parties, or between these and the Administration. 
 
 
3.3.5 Step of trial and hearing (art. 84). 
 
Though the interested parties can realize allegations at any time of the procedure, an specific 
step exists to such effects: the step of trial and hearing. This step has the purpose or 
facilitate to the interested party the knowledge of the whole process, then to guarantee the 
defense of his rights and interests, allowing them to do are the allegations that he considers 
pertinent regarding to the development of the process (tests, allegations, etc) with overall 
view (where it will be possible to know what facts have been proved; and if the facts are 
related and have legal support, etc). 
The process must be done after instructed and before writing the resolution. The trial will 
take place in the office or dependences of the organism before where process is  being 
proceeded, in the term that this one will indicate but in any case lower than 10 days on more 
that 15 days than  
The step consists of revealing the process once educated, before writing the resolution. The 
Administration must reveal the complete process, making an exception of those documents 
regarding to his access is limited (Art. 37.5 LRJPAC) 
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The most important aspect that is important to emphasize is that the omission of this step 
can suppose in some cases the nullity of the administrative act. This way it has decided for 
the courts in case of an administrative sanctioning procedure, where the absence of the step 
of hearing has been understood as an absolute omission of the administrative procedure and 
therefore  motivate its nullity. 
In other assumptions it will be necessary to go through the doctrine of good forms, being 
necessary to verify if really did not exist the possibility of defending itself or be able to 
present arguments during the administrative appeals or in the contentious - administrative 
jurisdiction; in the same way, if the omission or not of the step  would affect the 
administrative decision. 
 
(…) 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
